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Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes

NOTA

Instrumentos relativos a las inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes mencionados en el presente
informe

Convenio multilateral

Convenio europeo sobre la inmunidad de los Estados y
Protocolo adicional (Basilea, 16 de mayo de 1972), de-
nominado en adelante «Convenio europeo de 1972»

Fuente

Consejo de Europa, Sene de tratados europeos, N ° 74, Es-
trasburgo, 1972

Legislaciones nacionales

Los textos legislativos que figuran a continuación, excepto la ley de Australia, se reproducen en el volumen de la sene
legislativa de las Naciones Unidas Documentation concernant les immunités juridictionnelles des Etats et de leurs biens
(N ° de venta E/F 85 V 10), parte I

Fuente
AUSTRALIA

Foreign States Immunities Act 1985 (ley de 1985 sobre la
inmunidad de los Estados extranjeros)

CANADA

Loi de 1982 sur l'immunité des Etals (ley de 1982 sobre la
inmunidad de los Estados)

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

Foreign Sovereign Immunities Act of 1976 (ley de 1976 so-
bre la inmunidad de los Estados extranjeros)

PAKISTAN

Slate Immunity Ordinance, 1981 (ordenanza de 1981 so-
bre la inmunidad de los Estados)

REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA
E IRLANDA DEL NORTE

State Immunity Act 1978 (ley de 1978 sobre la inmunidad
de los Estados)

SINGAPUR

State Immunity Act /979(leyde 1979 sobre la inmunidad
de los Estados)

Australia, Acts of the Parliament of the Commonwealth of
Australia passed during the year 1985, Camberra, 1986,
vol 2, pag 2696

La Gazette du Canada, parte III, Ottawa, vol 6, N ° 15, 22
dejuniode 1982

United States Code, 1988 Edition, vol 12, titulo 27, cap 97

The Gazette of Pakistan, Islamabad, 11 de marzo de 1981

Reino Unido, The Public General Acts, 1978, primera parte,
cap 33, pag 715

Naciones Unidas, Documentation concernant les immuni-
tés juridictionnelles , pags28yss

Introducción

1. El presente informe es el tercero que el Relator Es-
pecial somete a la Comisión de Derecho Internacional
sobre el tema de las inmunidades jurisdiccionales de los
Estados y de sus bienes '. El Relator Especial, teniendo en
cuenta las observaciones formuladas por los miembros de
la Comisión en el último período de sesiones2, las opi-
niones expresadas en la Sexta Comisión durante el cua-

dragésimo cuarto período de sesiones de la Asamblea
General3 y los comentarios y las observaciones por es-
crito de los gobiernos4, ha procedido en el presente in-
forme a revisar todo el proyecto de artículos que la Co-
misión había aprobado en primera lectura en su 38.°
período de sesiones, celebrado en 19865. El examen del
proyecto en segunda lectura se encuentra en la actuali-

1 Los dos informes anteriores del Relator Especial, presentados a la
Comisión en su 40 ° y 41 ° periodo de sesiones, respectivamente, fueron
a) el informe preliminar, Anuario 1988, vol II (primera parte), pag 101,
documento A/CN 4/415, y b) el segundo informe, Anuario 1989, vol II
(primera parte), pag 63, documento A/CN 4/422 y Add 1

2 Véase Anuario 1989, vol II (segunda parte), pags 104 y ss ,
parrs 403 a 612

3 Véase «Resumen por temas, preparado por la Secretaria, de los de-
bates celebrados en la Sexta Comisión sobre el informe de la CDI durante
el cuadragésimo cuarto periodo de sesiones de la Asamblea General»
(A/CN 4/L 443), secc E

4 Véase Anuario 1988, vol II (primera parte), pag 46, documento
A/CN 4/410 y Add I a 5

5 Véase Anuario 1986, vol II (segunda parte), pags 8 y ss
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dad en la etapa siguiente: los artículos 1 a 11 bis, junto
con las propuestas formuladas por el Relator Especial y
por otros miembros de la Comisión, se remitieron al Co-
mité de Redacción en el último período de sesiones; el
estudio de los artículos 12 a 28 ha de proseguir en el ac-
tual período de sesiones.

2. El Relator Especial presenta, para el examen de cada
artículo del proyecto, el texto tal como se aprobó en primera
lectura, seguido del texto propuesto por él, si lo hay, y luego
por un comentario en que se incluyen un resumen de las
opiniones de los gobiernos y de los miembros de la Comi-
sión, así como las recomendaciones del Relator Especial.

Comentarios específicos6

PARTE I.—INTRODUCCIÓN

Artículo 1.—Alcance de los presentes artículos

Texto aprobado

Los presentes artículos se aplican a la inmunidad de un Estado y de sus
bienes respecto de la jurisdicción de los tribunales de otro Estado.

Texto propuesto

Los presentes artículos se aplican a la inmunidad de un
Estado y de sus bienes respecto de la jurisdicción de los
tribunales de otro Estado y de las medidas coercitivas so-
licitadas a éstos.

Comentario

1 ) En sus observaciones escritas, un gobierno sugirió que
el principio de la inmunidad de los Estados soberanos que
figuraba en el artículo 6 se colocara al comienzo del pro-
yecto de artículos. Un miembro de la Comisión sugirió que
el artículo 6 se colocara inmediatamente después del
artículo 1. No obstante, el Relator Especial estima que
el artículo 1 fue concebido como cláusula introductoria
para indicar el alcance de los presentes artículos. Además,
prefiere que el artículo 6 no figure en un lugar demasiado
alejado de los artículos 11 a 19, en que se establecen li-
mitaciones o excepciones al principio de inmunidad
enunciado en el artículo 6. Al parecer, existe apoyo gene-
ral en la Comisión para mantener la colocación original
del artículo.

2) El texto inicial se refiere únicamente a la inmunidad
jurisdiccional y no a la inmunidad respecto de medidas
coercitivas. Presumiblemente ello se deriva del hecho de
que cuando el artículo 1 fue aprobado en primera lectura,
aún no se sabía con certeza si los presentes artículos abar-
carían la cuestión de la inmunidad respecto de las medi-
das coercitivas. El tema requiere un examen sustantivo y
detallado, pero la tendencia general sería tal vez la de in-
cluir algunos artículos sobre la inmunidad respecto de las
medidas coercitivas en la parte IV del proyecto. En con-
secuencia, en el texto propuesto por el Relator Especial se

6 Los epígrafes «Texto aprobado» y «Texto propuesto» se refieren al
texto aprobado en primera lectura y al texto propuesto por el Relator Es-
pecial, respectivamente. Las palabras «texto inicial» o «artículo ante-
rior...» se refieren al texto o a los artículos aprobados en primera lectura.

Las disposiciones del texto inicial que se reproducen sin modificaciones
en los textos propuestos por el Relator Especial figuran en cursiva.

ha agregado una referencia a la inmunidad respecto «de
las medidas restrictivas».

Artículos 2 y 3

Textos aprobados

Articulo 2. —Términos empleados

1. Para los efectos de los presentes artículos:

a) Se entiende por «tribunal» cualquier órgano de un Estado, sea cual
fuere su denominación, con potestad para ejercer funciones judiciales;

b) Se entiende por «contrato mercantil»:

i) todo contrato o acuerdo mercantil de compraventa de mercaderías o
de prestación de servicios;

ii) todo contrato de préstamo u otro acuerdo de carácter financiero, in-
cluida cualquier obligación de garantía concerniente a ese préstamo
o de indemnización concerniente a esa transacción;

iii) cualquier otro contrato o acuerdo, sea cual fuere su naturaleza, mer-
cantil, industrial o de arrendamiento de obra o de servicios, pero con
exclusión de los contratos individuales de trabajo.

2. Las disposiciones del párrafo 1 relativas a la terminología em-
pleada en los presentes artículos se entenderán sin perjuicio del empleo de
esa terminología o del sentido que se le pueda dar en otros instrumentos
internacionales o en el derecho interno de cualquier Estado.

Articulo 3. —Disposiciones interpretativas

1. Para los efectos de los presentes artículos se entenderá que el tér-
mino «Estado» comprende:

a) el Estado y sus diversos órganos de gobierno;

b) las subdivisiones políticas del Estado que están facultadas para rea-
lizar actos en ejercicio de las prerrogativas del poder público del Estado;

c) los organismos o entidades del Estado, en la medida en que estén fa-
cultados para realizar actos en ejercicio de las prerrogativas del poder pú-
blico del Estado;

d) los representantes del Estado cuando actúen en tal carácter.

2. Para determinar si un contrato de compraventa de mercaderías o de
prestación de servicios es mercantil se atenderá principalmente a la natu-
raleza del contrato, pero se tendrá en cuenta también su finalidad si en la
práctica de ese Estado tal finalidad es pertinente para la determinación
del carácter no mercantil del contrato.

Texto propuesto

Artículo 2. —Términos empleados

1. Para los efectos de los presentes artículos:

a) Se entiende por «tribunal» cualquier órgano de un
Estado, sea cual fuere su denominación, con potestad para
ejercer funciones judiciales;
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b) Se entiende por «Estado»:
i) el Estado y sus diversos órganos de gobierno;

i bis) los Estados que integran un Estado federal, si este
último declara que dichos Estados pueden invocar
las disposiciones de los presentes artículos que
sean aplicables a un Estado y aceptar las obliga-
ciones correspondientes;

ii) las subdivisiones políticas del Estado, distintas de
las del Estado federal, que están facultadas para
realizar actos en el ejercicio de las prerrogativas
del poder público del Estado7;

7 En algunas leyes nacionales pertinentes se estipula lo siguiente
a) Canada Ley sobre inmunidad del Estado, State Immunity Act 1982

«Interpretación

»2 En la presente Ley,
»se entiende por "Estado extranjero"

[ ]
»b) cualquier gobierno del Estado extranjero o de cualquier subdi-

vision política del Estado extranjero, incluidos cualquiera de sus depar-
tamentos, asi como cualquier organismo del Estado extranjero, y

»c) cualquier subdivision política del Estado extranjero,
»Por "subdivision política" se entiende una provincia, un Estado o

cualquier otra subdivision política similar de un Estado extranjero que
sea un Estado federal »

b) Australia Ley sobre las inmunidades de los Estados extranjeros,
Foreign States Immunities Act 1985

«Interpretación

»[ ]
»3) Salvo indicación en contrario, toda referencia en la presente Ley

a un Estado extranjero comprende asimismo una referencia a
»a) las provincias, Estados, territorios autónomos u otras subdivisio-

nes políticas (cualquiera que sea su denominación) de ese Estado ex-
tranjero,

»[ ]»
Las subdivisiones políticas o las unidades componentes (por ejemplo,

las provincias del Canada, los cantones suizos) están incluidas en la defi-
nición de «Estado extranjero» Como resultado de ello, según la Law Re-
form Commission de Australia, las inmunidades se extienden a esos ór-
ganos, lo que permite a los Estados australianos solicitar tratamiento
reciproco en el extranjero

c) Estados Unidos de America Ley sobre inmunidades soberanas,
Foreign Sovereign Immunities Act of 1976

«Articulo 1603 —Definiciones

»a) Por Estado extranjero se entienden también las subdivisiones
políticas del Estado extranjero [ ]

»[ ]»

d) Convenio europeo sobre la inmunidad de los Estados de 1972

«Articulo 28

»1) Sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 27, los Estados que
integran un Estado federal no gozan de inmunidad

»2) Sin embargo, un Estado federal que sea parte en el presente
Convenio podra, mediante una notificación al Secretario General del
Consejo de Europa, declarar que sus Estados constituyentes pueden in-
vocar las disposiciones del Convenio aplicables a los Estados contratan-
tes, y tener las mismas obligaciones

»[ ]»

iii) los organismos o entidades del Estado, en la me-
dida en que estén facultados para realizar actos en
ejercicio de las prerrogativas del poder público del
Estado, a condición de que no se incluya entre ellos
a las entidades establecidas por el Estado con ob-
jeto de realizar transacciones comerciales, las que
tienen personalidad jurídica independiente y tie-
nen la capacidad de entablar juicios y ser objeto
de éstos;

iv) los representantes del Estado que actúen en esa
calidad;

c) Se entiende por «transacción mercantil»:

i) todo contrato o transacción que tenga por objeto la
compraventa de mercaderías o la prestación de ser-
vicios;

ii) todo préstamo u otra transacción de carácter finan-
ciero, incluida cualquier obligación de garantía con-
cerniente a ese préstamo o de indemnización concer-
niente a esa transacción;

iii) cualquier otro contrato o transacción, sea cual fuere
su naturaleza, mercantil, industrial o de arrenda-
miento de obra o de servicios, pero con exclusión de
los contratos individuales de trabajo.

2. Para determinar si una transacción de entre las in-
cluidas en el apartado c del párrafo 1 del presente artículo
es mercantil, se atenderá principalmente a la naturaleza de
la transacción, pero ello no impide que los tribunales del
Estado del foro tengan en cuenta el fin de interés público
de la transacción.

3. Las disposiciones del párrafo 1 relativas a los tér-
minos empleados en los presentes artículos se entenderán
sin perjuicio del empleo de esos términos o del sentido que
se les pueda dar en otros instrumentos internacionales o en
el derecho interno de cualquier Estado.

Comentario

1) La propuesta de combinar los artículos 2 y 3 recibió
apoyo general de la Comisión, así como de la Sexta Co-
misión de la Asamblea General.

2) En el apartado a del párrafo 1, en la expresión «tri-
bunal» se entenderá incluido todo tribunal de apelación.

3) En sus observaciones escritas y en sus declaraciones
formuladas en la Sexta Comisión, algunos gobiernos opi-
naron que la expresión «funciones judiciales» debía expli-
carse más detalladamente en el proyecto de artículo. No
obstante, el Relator Especial sigue inclinándose a pensar
que, como las funciones judiciales varían en los distintos
sistemas constitucionales y jurídicos, sería difícil definir
más detalladamente esa expresión de manera de satisfacer
a todos. Sin embargo, estaría dispuesto a examinar cual-
quier propuesta concreta sobre este punto en el Comité de
Redacción.

4) En lo que respecta a la definición del término «Es-
tado» que figura en el apartado b del párrafo 1, algunos
miembros de la Comisión estimaron que los Estados que
integraban un Estado federal debían considerarse como
Estados para los efectos del proyecto de artículos. El Re-
lator Especial presenta para su examen, en el inciso i bis)
del apartado b, una formulación basada en el párrafo 2 del
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artículo 28 del Convenio europeo sobre la inmunidad de
los Estados, de 19728.

5) En lo que se refiere al inciso iii) del apartado b del
párrafo 1, se presentó una propuesta en el sentido de que
las empresas del Estado debían quedar excluidas de la ca-
tegoría de organismos o entidades. Se expresó también la
misma opinión en la Sexta Comisión, en tanto que otras
delegaciones estimaban lo contrario. En su propuesta, el
Relator Especial insertó en el inciso iii) del apartado b del
párrafo 1 la frase «no se incluya entre ellos a las entidades
establecidas por el Estado» con objeto de excluir a las em-
presas estatales de entre los organismos o entidades del Es-
tado. Como este punto se relaciona con el fondo del
artículo 11 bis, se recomienda examinarlo juntamente con
ese artículo.

6) En el apartado c del párrafo 1, el Relator Especial su-
giere que se emplee la expresión «transacción comercial»
en lugar de la expresión «contrato comercial» utilizada en
el texto aprobado en primera lectura, para atender a la
preferencia expresada por algunos miembros de la Comi-
sión y algunos representantes en la Sexta Comisión por ese
cambio. La definición de «contrato comercial» que figura
en el apartado b del párrafo 1 del antiguo artículo 2 parece
haberse tomado de la ley del Reino Unido sobre inmuni-
dad del Estado, State Immunity Act 1978 (párr. 3 del
art. 3)9, pero mientras que en esa ley se utiliza el término
«transacción», en el proyecto de la Comisión se utiliza el
término «contrato». La expresión «contrato comercial»,
que también se emplea en los artículos 11 y 19 del texto
aprobado en primera lectura, y en el artículo 11 bis pro-
puesto por el Relator Especial en su informe preliminar10,
podría reemplazarse por «transacción comercial» sin mo-
dificar mayormente el fondo de los presentes artículos.

7) En lo que respecta al párrafo 2, varios gobiernos eran
partidarios de la primacía del criterio de la naturaleza de
la transacción, en tanto que otros insistieron en la necesi-
dad de dar la misma importancia al criterio de la natura-
leza y al criterio de la finalidad de la transacción. A este
respecto, los miembros de la Comisión que apoyaban la
primacía del criterio de la naturaleza de la transacción cri-
ticaron, en particular, la condición, enunciada al final del
párrafo 2 del antiguo artículo 3, en que se decía que «si,
en la práctica de ese Estado, tal finalidad es pertinente»,
por considerarla subjetiva y ambigua. Por otra parte, la

8 Véase nota 7 d supra.
9 La parte pertinente de la ley del Reino Unido sobre inmunidad del

Estado, de 1978, dice lo siguiente:
«3. 1) El Estado no gozará de inmunidad respecto de los procedi-

mientos relativos a:

»a) las transacciones comerciales que haya celebrado, o

»3) En esta sección, por "transacción comercial" se entiende:
»a) cualquier contrato de suministro de bienes o servicios;
»b) cualquier préstamo u otra transacción para el suministro

de financiación y cualquier garantía o indemnización concer-
niente a esa transacción o a cualquier otra obligación finan-
ciera; y

»c) cualquier otra transacción o actividad (sea ésta de índole
comercial, industrial, financiera, profesional u otra similar) que
el Estado celebre o en la que participe, que no sea en el ejercicio
de las prerrogativas del poder público;

10 Documento A/CN.4/415 (véase nota 1 a supra), párr. 122.

propuesta de compromiso presentada por el Relator Es-
pecial en su informe preliminar1 ', en que se disponía que
la finalidad podía tenerse en cuenta «si un acuerdo inter-
nacional [...] o un contrato escrito [...] estipula que el con-
trato tiene un fin público gubernamental», también fue
criticada por considerársela demasiado rígida. No obs-
tante, varios miembros aceptaron esa solución.

8) En vista de la situación descrita anteriormente, el Re-
lator Especial, teniendo en cuenta la propuesta formulada
por una representante en la Sexta Comisión, desearía su-
gerir otra solución de compromiso en la que, si bien el cri-
terio principal para determinar la inmunidad sería la na-
turaleza de la transacción, los tribunales del Estado del foro
tendrían libertad para considerar también la finalidad de
interés público. El párrafo 2 del artículo 2 propuesto por
el Relator Especial está formulado en esos términos. Se ha
señalado que la necesidad de tener en cuenta la finalidad
de interés público de la transacción se deriva de la necesi-
dad de disponer para casos de hambre u otra situación si-
milar imprevista. El Relator Especial estima que, en vista
de las críticas formuladas contra el párrafo 2 del antiguo
artículo 3, sería más ventajoso a los fines de la flexibilidad
dar facultades discrecionales a los tribunales del Estado del
foro en lugar de especificar las circunstancias especiales.

Artículo 4.—Privilegios e inmunidades no afectados por los
presentes artículos

Texto aprobado

1. Los presentes artículos se entenderán sin perjuicio de los privile-
gios e inmunidades de que goza un Estado en relación con el ejercicio de
las funciones:

a) de sus misiones diplomáticas, sus oficinas consulares, sus misiones
especiales, sus misiones ante organizaciones internacionales o sus dele-
gaciones en órganos de organizaciones internacionales o en conferencias
internacionales; y

b) de las personas adscritas a ellas.

2. Los presentes artículos se entenderán asimismo sin perjuicio de los
privilegios e inmunidades que el derecho internacional reconoce ratione
personae a los jefes de Estado.

Texto propuesto

1. Los presentes artículos se entenderán sin perjuicio
de los privilegios e inmunidades de que goza un Estado con
arreglo al derecho internacional en relación con el ejercicio
de las funciones de:

a) sus misiones diplomáticas, oficinas consulares, mi-
siones especiales, misiones ante organizaciones internacio-
nales o delegaciones ante órganos de organizaciones inter-
nacionales o ante conferencias internacionales; y

b) las personas adscritas a ellas.

2. Los presentes artículos se entenderán asimismo sin
perjuicio de los privilegios e inmunidades acordados con
arreglo al derecho internacional a los jefes de Estado, jefes
de gobierno y ministros de relaciones exteriores.

11 Ibid., párr. 29 (párr. 3 del art. 2).
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Comentario

1 ) Las palabras «con arreglo al derecho internacional»
que figuran al comienzo del párrafo 1 han sido insertadas
en virtud de lo propuesto por un gobierno en sus obser-
vaciones escritas.

2) Otro gobierno propuso en sus observaciones escritas
que el párrafo 2 se refiriera no sólo a los jefes de Estado,
sino también a los jefes de gobierno, ministros de relacio-
nes exteriores y personas de alto rango. La misma pro-
puesta fue presentada en la CDI y en la Sexta Comisión.
La idea puede haber sido tomada del artículo 21 de la
Convención sobre las misiones especiales, de 196912, en
que se estipulan los privilegios e inmunidades y otras fa-
cilidades de que gozarán los jefes de Estado, los jefes de
gobierno, los ministros de relaciones exteriores y las per-
sonalidades de alto rango cuando tomen parte en misio-
nes especiales. No está claro si, de conformidad con las
normas del derecho internacional consuetudinario, los je-
fes de gobierno y los ministros de relaciones exteriores go-
zan de los mismos privilegios e inmunidades que los jefes
de Estado. El Relator Especial está dispuesto a aceptar la
opinión de la mayoría sobre este punto. No obstante, va-
cila en hacerlo respecto de las «personalidades de alto
rango» debido a que no existen criterios generalmente
aceptados para determinar si una persona es o no de alto
rango y, como resultado de ello, podrían presentarse difi-
cultades para la aplicación de la disposición. En conse-

12 Naciones Unidas, Anuario Jurídico 1969 (N.° de venta: S.71.V.4),
pág. 134.

cuencia, sólo se han agregado al párrafo 2 las palabras «je-
fes de gobierno y ministros de relaciones exteriores».

Artículo 5. —Irretroactividad de los presentes artículos

Texto aprobado

Sin perjuicio de la aplicación de cualesquiera normas enunciadas en los
presentes artículos a las que las inmunidades jurisdiccionales de los Es-
tados y de sus bienes estén sometidas en virtud del derecho internacional
independientemente de los presentes artículos, éstos no se aplicarán a nin-
guna cuestión relativa a las inmunidades jurisdiccionales de los Estados o
de sus bienes que se suscite en un proceso promovido contra un Estado
ante un tribunal de otro Estado antes de la entrada en vigor de los presen-
tes artículos respecto de los Estados interesados.

Comentario

Un gobierno propuso en sus observaciones escritas que
se incluyera una cláusula facultativa que permitiera la
aplicación de los presentes artículos a hechos que hubie-
ran tenido lugar, por ejemplo, en los seis años anteriores a
la fecha de entrada en vigor de los artículos entre las par-
tes interesadas. Otro gobierno era partidario de la aplica-
ción retroactiva de algunos artículos. De conformidad con
la formulación actual, el principio de la irretroactividad se
aplicará a los procesos entablados con anterioridad a la
entrada en vigor de los artículos entre los Estados intere-
sados. El Relator Especial desearía conocer otras opinio-
nes de los miembros antes de aceptar cualquiera de las
propuestas anteriormente señaladas sobre la modificación
del texto aprobado en primera lectura.

PARTE II.—PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 6.—Inmunidad del Estado

Texto aprobado

Todo Estado goza, para sí y sus bienes, de inmunidad respecto de la ju-
risdicción de los tribunales de otro Estado, según lo dispuesto en los pre-
sentes artículos [y en las normas pertinentes del derecho internacional ge-
neral).

Texto propuesto

Todo Estado goza, para sí y sus bienes, de inmunidad
respecto de la jurisdicción de los tribunales de otro Es-
tado, con sujeción a lo dispuesto en los presentes artículos.

Comentario

1 ) Es bien sabido que las opiniones de los gobiernos y las
de los miembros de la Comisión han estado divididas en-
tre los que son partidarios en teoría del principio de la in-
munidad absoluta y los que son partidarios en teoría de la
inmunidad restringida. En todo caso, gracias al entendi-
miento tácito entre los miembros de la Comisión de que
ésta debe iniciar la segunda lectura sin entrar nuevamente
en debates de carácter doctrinario, la cuestión relativa al

artículo 6 ha quedado reducida al tratamiento de la frase
entre corchetes. Algunos miembros eran partidarios de re-
tenerla a fin de mantener suficiente flexibilidad para el fu-
turo desarrollo de la práctica de los Estados y de las nor-
mas del derecho internacional general, en tanto que otros
estimaban que esa referencia fomentaría la interpretación
unilateral del derecho internacional por parte de los tri-
bunales nacionales y daría lugar al debilitamiento del
principio de la inmunidad de los Estados. El Relator Es-
pecial es de opinión que el propósito de los presentes ar-
tículos debería ser llegar a un acuerdo precisamente acerca
de las esferas en que debe aplicarse la inmunidad de los
Estados y aquellas en que no debe aplicarse. Si se deja la
referencia al «derecho internacional general», existiría el
peligro de que los artículos convenidos quedaran sujetos a
la interpretación unilateral de los tribunales nacionales. En
consecuencia, en su informe preliminar el Relator Espe-
cial propuso que se eliminara de este artículo la frase entre
corchetes13.

2) No obstante, a fin de tener en cuenta la posición de
aquellos que insistieron en que era necesario dar lugar al
ulterior desarrollo de la práctica de los Estados y del de-
recho internacional, el Relator Especial sugirió en su in-
forme preliminar que se incluyera en el preámbulo, para

Documento A/CN.4/415 (véase nota 1 a supra), párr. 67.
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el caso de que los presentes artículos pasaran a ser una
convención, el siguiente párrafo propuesto por un go-
bierno14:

Afirmando que las normas del derecho internacional general continua-
rán rigiendo las cuestiones que no hayan sido expresamente reguladas en
la presente convención.

Esta sugerencia recibió apoyo de algunos miembros de la
Comisión así como de algunos representantes ante la Sexta
Comisión.

3) En su segundo informe, el Relator Especial sugirió
asimismo otra alternativa15, a saber, la inclusión en el
proyecto de un nuevo artículo 6 bis en que se estableciera
una declaración facultativa respecto de las excepciones a
la inmunidad, que se aplicaría entre las partes que no opu-
sieran objeciones a tal declaración. La sugerencia fue cri-
ticada por considerarse que creaba una multiplicidad de
regímenes y, por tanto, incertidumbre. A la luz de esas ob-
jeciones, se retiró el artículo 6 bis propuesto. Aunque aún
persisten sustanciales diferencias de opinión, el Relator
Especial presenta a la Comisión para su examen un texto
en que se ha suprimido la frase entre corchetes.

Artículo 7. —Modo de hacer efectiva la inmunidad del Es-
tado

Texto aprobado

1. Un Estado hará efectiva la inmunidad a que se refiere el artículo 6
absteniéndose de ejercer jurisdicción en un proceso incoado ante sus tri-
bunales contra otro Estado.

2. Un proceso ante un tribunal de un Estado se entenderá promovido
contra otro Estado, se designe o no a éste como parte en el proceso, siem-
pre que tal proceso tenga efectivamente por objeto obligar a ese otro Es-
tado a someterse a la jurisdicción del tribunal o a soportar las consecuen-
cias de una resolución dictada por el tribunal que puedan afectar a los
bienes, derechos, intereses o actividades de ese otro Estado.

3. En particular, un proceso ante un tribunal de un Estado se enten-
derá promovido contra otro Estado cuando se promueva contra uno de sus
órganos, o contra una de sus subdivisiones políticas o uno de sus organis-
mos o entidades en relación con un acto realizado en ejercicio de las pre-
rrogativas del poder público, o contra uno de sus representantes en rela-
ción con un acto realizado en su carácter de representante, o cuando el
proceso tenga por objeto privar a ese otro Estado de sus bienes o del uso
de bienes que estén en su posesión o bajo su control.

Texto propuesto

1. El Estado del foro hará efectiva la inmunidad a que
se refiere el artículo 6 absteniéndose de ejercer jurisdic-
ción en cualquier proceso entablado ante sus tribunales
contra un Estado extranjero.

2. Cualquier proceso entablado en el Estado del foro se
entenderá promovido contra un Estado extranjero, se de-
signe o no a éste como parte en el proceso, siempre que tal
proceso tenga efectivamente por objeto obligar al Estado
extranjero a someterse a la jurisdicción del tribunal o a su-
frir las consecuencias de una resolución dictada por el tri-
bunal que pueda afectar a los bienes, derechos, intereses o
actividades del Estado extranjero.

3. En particular, un proceso entablado ante un tribunal
del Estado del foro se entenderá promovido contra un Es-

tado extranjero cuando se promueva contra alguno de los
órganos u otras entidades de ese Estado o contra los repre-
sentantes a que se hace referencia en el apartado b del
párrafo 1 del artículo 2.

Comentario

1) En lo que respecta a los párrafos 1 y 2, se ha modifi-
cado la redacción con arreglo a la sugerencia formulada por
un gobierno en sus observaciones escritas de que las pala-
bras «un Estado» se reemplacen por las palabras «el Es-
tado del foro» y que las palabras «otro Estado» se reem-
placen por las palabras «un Estado extranjero». Además,
al párrafo 1 del texto propuesto por el Relator Especial en
su informe preliminar16, después de la palabra «jurisdic-
ción», se le insertaron las palabras «en cualquier proceso
entablado ante sus tribunales».

2) En lo que respecta al párrafo 3, el texto propuesto es
considerablemente más corto que el párrafo original para
evitar la duplicación con el apartado b del párrafo 1 del
artículo 2. La última frase del párrafo 3, que comienza con
las palabras «o cuando el proceso tenga por objeto pri-
var...», también fue suprimida debido a que repetía lo ya
enunciado en el párrafo 2.

3) Un gobierno sugirió que las palabras «intereses» y
«control» se sustituyeran por términos jurídicos de uso más
general. Aunque esas palabras tal vez no se utilicen con
mucha frecuencia o se utilicen en un sentido ligeramente
diferente en los países que no pertenecen al sistema del
common law, sería difícil encontrar en la práctica otras al-
ternativas adecuadas. Como resultado de la eliminación
antes mencionada de la última parte del párrafo 3, el pro-
blema relativo al «control» ya no existe en lo que se re-
fiere al presente artículo. Aunque las reservas formuladas
por los miembros procedentes de países que no pertene-
cen al sistema del common law en relación con el uso de
la palabra «intereses» es comprensible, sería difícil evitar
del todo su uso en los presentes artículos.

Artículo 8.—Consentimiento expreso en el ejercicio de ju-
risdicción

Texto aprobado

Ningún Estado podrá invocar la inmunidad de jurisdicción en un pro-
ceso incoado ante un tribunal de otro Estado en relación con cualquier
cuestión si ha consentido expresamente en que ese tribunal ejerza juris-
dicción en relación con esa cuestión:

a) por acuerdo internacional;
b) en un contrato escrito; o
c) por una declaración ante el tribunal en un caso determinado.

Texto propuesto

1. Ningún Estado extranjero podrá invocar la inmuni-
dad de jurisdicción en un proceso entablado ante un tribu-
nal del Estado del foro en relación con cualquier cuestión
si el Estado extranjero ha consentido expresamente en que
ese tribunal ejerza jurisdicción respecto de dicha cuestión:

a) mediante acuerdo internacional;
14 Ibid., párrs. 65 y 67.
15 Documento A/CN.4/422 y Add.l (véase nota 1 b supra), párr. 17. 16 Documento A/CN.4/415 (véase nota 1 a supra), párr. 79.
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b) en un contrato escrito; o

c) mediante consentimiento expreso otorgado por es-
crito después que ha surgido una controversia entre las
partes.

2. El acuerdo de un Estado respecto de la aplicación de
la legislación de otro Estado no podrá interpretarse como
consentimiento del primer Estado en el ejercicio de juris-
dicción por los tribunales del segundo Estado.

Comentario

1 ) En el párrafo 1 se han sustituido las palabras «Ningún
Estado» y «otro Estado» por las palabras «Ningún Estado
extranjero» y «del Estado del foro», respectivamente. En
el apartado c se ha empleado una fórmula menos estricta,
para tener en cuenta las opiniones expresadas por dos go-
biernos en sus observaciones escritas.

2) Se agregó el párrafo 2 para dejar claramente estable-
cido que si un Estado conviene en la aplicación de la le-
gislación de otro Estado respecto de una cuestión deter-
minada, ello no significa necesariamente que convenga en
que los tribunales de ese otro Estado ejerzan jurisdicción.

Artículo 9. —Efecto de la participación en un proceso ante
un tribunal

Texto aprobado

1. Ningún Estado podrá invocar la inmunidad de jurisdicción en un
proceso ante un tribunal de otro Estado:

a) si él mismo ha promovido ese proceso; o

b) si ha intervenido en ese proceso o ha realizado cualquier otro acto en
relación con el fondo.

2. El apartado b del párrafo 1 no se aplicará a ninguna intervención ni
a ningún acto realizados con el solo objeto:

a) de invocar la inmunidad; o

h) de hacer valer un derecho o interés sobre bienes objeto de litigio en
el proceso.

3. La falta de comparecencia de un Estado en un proceso incoado ante
un tribunal de otro Estado no se considerará como consentimiento de ese
Estado en que ese tribunal ejerza jurisdicción.

2. El apartado b del párrafo 1 no se aplicará a nin-
guna intervención ni a ningún acto realizados con el solo
objeto:

a) de invocar la inmunidad; o

b) de hacer valer un derecho o interés sobre bienes ob-
jeto de litigio en el proceso.

3. La comparecencia de un representante de un Estado
extranjero ante un tribunal del Estado del foro en calidad
de testigo no afectará la inmunidad del primer Estado res-
pecto de la jurisdicción de ese tribunal.

4. La falta de comparecencia del Estado extranjero en
un procedimiento entablado ante el tribunal del Estado del
foro no se considerará como consentimiento del Estado ex-
tranjero en que ese tribunal ejerza jurisdicción.

Comentario

1) En la primera oración del párrafo 1 se introdujeron los
mismos cambios que en los artículos 7 y 8, a saber, se sus-
tituyeron las expresiones «un Estado» y «otro Estado» por
«un Estado extranjero» y «el Estado del foro», respecti-
vamente.

2) La segunda oración del apartado b del párrafo 1 se ha
añadido con el objeto de ofrecer la posibilidad de alegar la
inmunidad en los casos en que el Estado ha realizado al-
gún acto relacionado con el fondo de un proceso antes de
tener conocimiento de los hechos que servirían de base
para invocar la inmunidad. Esta propuesta, que fue for-
mulada originalmente en las observaciones escritas de dos
gobiernos, contó con el apoyo de varios miembros de la
Comisión.

3) En lo que respecta al párrafo 3, algunos miembros
formularon una propuesta análoga, pero de alcance más
amplio, a saber, que se empleara la frase «comparecencia
con el objeto de cumplir sus funciones de protección». A
juicio del Relator Especial, la expresión «cumplir sus fun-
ciones de protección» podía interpretarse en forma mu-
cho más amplia que «comparecencia en calidad de tes-
tigo» y, por consiguiente, permitiría al Estado extranjero
intervenir en el proceso con demasiada facilidad sin per-
der su inmunidad. En consecuencia, ha preferido mante-
ner la redacción actual más estricta mientras se formulan
nuevas opiniones sobre la cuestión.

Texto propuesto

1. Un Estado extranjero no podrá invocar la inmuni-
dad de jurisdicción en un proceso entablado ante un tribu-
nal del Estado del foro:

a) si él mismo ha promovido ese proceso; o

b) si ha intervenido en ese proceso o ha realizado cual-
quier otro acto en relación con el fondo del mismo. Sin em-
bargo, si el Estado prueba ante el tribunal que no habría
podido tener conocimiento de los hechos que le servirían
de base para invocar la inmunidad hasta después de haber
realizado tal acto, podrá invocar la inmunidad sobre la base
de tales hechos siempre que lo haga [antes de que el tri-
bunal de primera instancia decida sobre el fondo del caso]
[en la primera oportunidad].

Artículo 10.—Reconvenciones

Texto aprobado

1. Ningún Estado podrá invocar la inmunidad respecto de la jurisdic-
ción en un proceso que él mismo haya promovido ante un tribunal de otro
Estado en lo concerniente a una reconvención formulada contra él y ba-
sada en la misma relación jurídica o en los mismos hechos que la demanda
principal.

2. Ningún Estado que intervenga en un proceso ante un tribunal de otro
Estado para presentar una demanda podrá invocar la inmunidad respecto
de la jurisdicción de ese tribunal en lo concerniente a una reconvención
formulada contra él y basada en la misma relación jurídica o en los mis-
mos hechos que la demanda presentada por él.

3. Ningún Estado que formule reconvención en un proceso promovido
contra él ante un tribunal de otro Estado podrá invocar la inmunidad res-
pecto de la jurisdicción de ese tribunal en lo concerniente a la demanda
principal.
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Comentario

1) En sus observaciones escritas, un gobierno propuso
que se agregara una reserva en que se estipulara que podía
presentarse una reconvención contra el Estado extranjero
no relacionada con la demanda principal, pero que el que
presentara la reconvención no podía obtener una repara-
ción de monto superior al de la demanda principal.

2) El Relator Especial había estado anteriormente de
acuerdo con la propuesta antes señalada y había sugerido
un párrafo 4 adicional que dijera lo siguiente:

4. Un Estado sólo podrá invocar la inmunidad de
jurisdicción en la medida en que la demanda o la recon-
vención en su contra no procuren obtener una repara-
ción de monto superior o de índole distinta a la que re-
clama ese Estado17.

Sin embargo, luego de haber reflexionado más detenida-
mente sobre la cuestión, se inclina ahora por la opinión de
que sería conveniente que la Comisión diera nuevas
orientaciones sobre la política que se ha de seguir.

3) De conformidad con el concepto de common law,
aparentemente el Estado extranjero está sujeto a cualquier
reconvención que se derive de la misma transacción, a
condición de que quien presente la reconvención esté de-
bidamente vinculado a la acción. De conformidad con el
párrafo 1, ningún Estado puede invocar inmunidad res-
pecto de una reconvención si él mismo ha entablado el
proceso; con arreglo al párrafo 2, ningún Estado puede in-
vocar inmunidad respecto de una reconvención si ha in-
tervenido en el proceso para presentar una demanda. Es-

Ibid, párr. 107.

tas dos disposiciones parten de la base de que la
reconvención se deriva de la misma transacción original,
es decir, de la misma relación jurídica que la demanda
principal. En relación con ello, la jurisprudencia en ma-
teria de common law parece indicar que aun cuando las
reconvenciones están permitidas, la persona que la pre-
senta no puede obtener del Estado extranjero una repara-
ción de monto superior al de la demanda original. Los
párrafos 1 y 2 no imponen ese tipo de limitación, en la
medida en que la reconvención se derive de la misma re-
lación jurídica que la demanda principal.

4) La ley de los Estados Unidos Foreign Sovereign Im-
munities Act of 1976 (apartados b y c del art. 1607) no es-
tablece límites si la reconvención se deriva de la misma re-
lación jurídica. De conformidad con esa ley, pueden
entablarse reconvenciones que no se deriven de la misma
relación jurídica en el mismo proceso contra el Estado ex-
tranjero, a condición de que la reparación que se obtenga
en relación con esa demanda, cuando se entabla como re-
convención, se limite a una compensación contra cual-
quier reparación obtenida en relación con la acción ini-
cial. La explicación de ello es que el límite de la reparación
relativa a la reconvención no es el monto solicitado sino
el monto concedido.

5) Por consiguiente, antes de redactar un párrafo adicio-
nal como el párrafo 4 mencionado anteriormente, el Re-
lator Especial solicita orientación respecto de: a) si en el
caso de los párrafos 1 y 2 puede permitirse una reconven-
ción sin límites si se deriva de la misma relación jurídica,
y b) si también puede permitirse la reconvención respecto
de una demanda que no esté relacionada con la demanda
principal a condición de que la reparación se limite a una
compensación contra la demanda principal.

PARTE III.—[LIMITACIONES DE] [EXCEPCIONES A] LA INMUNIDAD DEL ESTADO

Comentario

En relación con el título de la parte III, el Relator Es-
pecial desearía saber si recibirían apoyo fórmulas neutras
tales como «Actividades de los Estados a las que no se
aplica la inmunidad» o, como sugirió un miembro de la
Comisión en el último período de sesiones, «Casos en que
no puede invocarse la inmunidad de un Estado ante un
tribunal de otro Estado». De no ser así, cabría dejar abierta
la cuestión y adoptar una decisión al respecto al terminar
el examen del proyecto de artículos.

Artículo 11.—Contratos mercantiles

Texto aprobado

1. Si un Estado celebra con una persona física o jurídica extranjera un
contrato mercantil, y si en virtud de las normas aplicables de derecho in-
ternacional privado los litigios relativos a ese contrato mercantil corres-
ponden a la jurisdicción de un tribunal de otro Estado, se considerará que
el Estado ha consentido en que se ejerza tal jurisdicción en un proceso ba-
sado en ese contrato mercantil y, por consiguiente, no podrá invocar la in-
munidad de jurisdicción en ese proceso.

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplicará:

a) en el caso de un contrato mercantil concertado entre Estados o entre
gobiernos;

b) si las partes en el contrato mercantil han pactado expresamente otra
cosa.

Texto propuesto

Artículo 11.—Transacciones mercantiles

1. Si un Estado realiza con una persona física o jurí-
dica extranjera una transacción mercantil, y si en virtud de
las normas aplicables de derecho internacional privado los
litigios relativos a esa transacción mercantil corresponden
a la jurisdicción de un tribunal de otro Estado, el Estado
no podrá invocar la inmunidad respecto al ejercicio de tal
jurisdicción en un proceso basado en esa transacción mer-
cantil.

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplicará:

a) en el caso de una transacción mercantil realizada en-
tre Estados o entre gobiernos;

b) si las partes en la transacción mercantil han pactado
expresamente otra cosa.
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Comentario

1) Un miembro de la Comisión sugirió que se añadiera
la frase «Salvo que los Estados interesados convengan en
otra cosa» al comienzo del párrafo 1, como se hacía en los
artículos 12 a 18. Sin embargo, dada la naturaleza básica
de este artículo, no parece recomendable añadir esa frase,
pues podría fomentar desviaciones innecesarias de la
norma básica a través de convenios regionales o de con-
tratos escritos.

2) Otro miembro de la Comisión señaló la necesidad de
aclarar que el hecho de convenir en un contrato en que
éste se regiría por la ley de otro Estado no debía interpre-
tarse como un sometimiento a la jurisdicción de ese Es-
tado. Esta cuestión quedaría resuelta si se aprobara añadir
al artículo 8 el párrafo 2 propuesto.

3) Con respecto a la frase «en virtud de las normas apli-
cables de derecho internacional privado» contenida en el
párrafo 1, varios miembros de la Comisión se pronuncia-
ron a favor de una norma relativa al vínculo jurisdiccional
entre un litigio basado en la transacción y el Estado del
foro. Sin embargo, el Relator Especial opinó que, dado que
había diferencias entre las soluciones contenidas en los
distintos instrumentos nacionales e internacionales, la
unificación de las normas de derecho internacional pri-
vado sería sumamente difícil. La norma de los Estados con
respecto al vínculo territorial necesario para el ejercicio de
la jurisdicción puede ser el lugar de concertación del con-
trato, el lugar donde han de cumplirse las obligaciones del
contrato o la nacionalidad o el establecimiento comercial
de una o más de las partes contratantes. La fórmula «en
virtud de las normas aplicables de derecho internacional
privado» sería suficientemente neutral para permitir que
el tribunal local determinara, con arreglo a sus propias
normas, un vínculo jurisdiccional apropiado entre una
transacción mercantil determinada y un Estado del foro.
La selección de una norma particular relativa al vínculo
territorial podría crear un obstáculo innecesario para la
aceptación por parte de los Estados del proyecto de ar-
tículos en su totalidad.

Artículo 11 bis.—Empresas estatales

Texto propuesto

Si una empresa estatal realiza una transacción mercantil
con una persona física o jurídica extranjera, la empresa es-
tatal estará sujeta, con respecto a los litigios relacionados
con la transacción mercantil, a las mismas normas y obli-
gaciones que las personas físicas o jurídicas, y el Estado
podrá invocar la inmunidad de la jurisdicción ante los tri-
bunales del Estado del foro con respecto a esa transacción
mercantil. Sin embargo, si una empresa estatal realiza una
transacción mercantil en nombre del Estado, se aplicará el
artículo 11.

Comentario

1) El Relator Especial ha modificado el texto del artícu-
lo 11 bis presentado en su informe preliminar18 teniendo

Ibid.,p&vc. 122.

en cuenta las opiniones expresadas en la Comisión en el
último período de sesiones. Con arreglo al inciso iii) del
apartado b del párrafo 1 del nuevo artículo 2, las empresas
estatales no deben incluirse entre los organismos o enti-
dades del Estado. En consecuencia, se dispone en el ar-
tículo que las empresas estatales están sujetas a las mismas
normas y obligaciones que las personas naturales o jurí-
dicas y no pueden en consecuencia invocar la inmunidad
de la jurisdicción ante los tribunales del Estado del foro,
en tanto que el Estado que creó la empresa estatal puede
invocar la inmunidad de la jurisdicción ante los tribunales
locales con respecto a la transacción mercantil realizada
por la empresa estatal. En otras palabras, los tribunales de
un Estado del foro no pueden, en principio, demandar a
un Estado en relación con una transacción mercantil rea-
lizada por la empresa estatal.

2) Sin embargo, si la empresa estatal realiza una transac-
ción mercantil en nombre del Estado, se aplicaría el
artículo 11 y el Estado no podría invocar la inmunidad de
jurisdicción con respecto a esa transacción mercantil. Al-
gunos miembros expresaron el parecer de que una em-
presa estatal no realiza transacciones comerciales en nom-
bre del Estado. Sin embargo, ocurre a veces que una
empresa estatal bajo la dirección de un órgano superior
(por ejemplo, un ministerio) puede formalizar un contrato
comercial en nombre del gobierno o ejecutar una transac-
ción mercantil particular como alter ego, por así decirlo,
del Estado. En ese caso, la transacción mercantil puede
considerarse como una transacción entre el Estado y una
persona física o jurídica extranjera, y se aplicarían las dis-
posiciones del artículo 11. Por supuesto, cabe siempre que
un tribunal del Estado del foro tenga en cuenta el objetivo
de la transacción al decidir si la transacción es mercantil
con arreglo al párrafo 2 del artículo 2.

Artículo 12.—Contratos de trabajo

Texto aprobado

1. Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, la in-
munidad de un Estado no podrá ser invocada ante un tribunal de otro Es-
tado, por lo demás competente, en ningún proceso relativo a un contrato
de trabajo entre el Estado y una persona física respecto de servicios eje-
cutados o que hayan de ejecutarse total o parcialmente en el territorio de
ese otro Estado, si el trabajador ha sido contratado en ese otro Estado y
está protegido por las disposiciones sobre seguridad social que estén vi-
gentes en ese otro Estado.

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplicará:

a) si el trabajador ha sido contratado para ejecutar servicios relacio-
nados con el ejercicio del poder público;

b) si el proceso se refiere a la contratación, la renovación del contrato
de trabajo o la reposición de un candidato;

c) si el trabajador no era nacional ni residente habitual del Estado del
foro en el momento de concertarse el contrato de trabajo;

ti) si el trabajador es nacional del Estado empleador en el momento de
promoverse el proceso;

e) si el trabajador y el Estado empleador han pactado otra cosa por es-
crito, salvo que por motivos de orden público los tribunales del Estado del
foro tengan conferida jurisdicción exclusiva por razón de la materia objeto
del proceso.

Texto propuesto

1. Salvo que los Estados interesados convengan en otra
cosa, la inmunidad de un Estado no podrá ser invocada ante
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un tribunal de otro Estado, por lo demás competente, en
ningún proceso relativo a un contrato de trabajo entre el
Estado y una persona física respecto de servicios ejecuta-
dos o que hayan de ejecutarse total o parcialmente en el
territorio de ese otro Estado si el trabajador ha sido con-
tratado en ese otro Estado [y está protegido por las dispo-
siciones sobre seguridad social que estén vigentes en ese
otro Estado].

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplicará:

a) (PRIMERA VARIANTE) SI el trabajador ha sido con-
tratado para ejecutar servicios relacionados con el ejerci-
cio del poder público;

a) (SEGUNDA VARIANTE) si el trabajador es miembro
del personal administrativo o técnico de una misión diplo-
mática o consular que participa en el ejercicio del poder
público;

b) si el proceso se refiere a [la contratación], la renova-
ción del contrato de trabajo o la reposición de un candi-
dato;

c) si el trabajador no era nacional ni residente habitual
del Estado del foro en el momento de concertarse el con-
trato de trabajo;

d) si el trabajador es nacional del Estado empleador en
el momento de promoverse el proceso;

e) si el trabajador y el Estado empleador han pactado
otra cosa por escrito, salvo que por motivos de orden pú-
blico los tribunales del Estado del foro tengan conferida
jurisdicción exclusiva por razón de la materia objeto del
proceso.

Comentario

1 ) Se expresaron opiniones divergentes con respecto al
artículo 12. Un gobierno, en sus observaciones escritas, al-
gunos miembros de la CDI y algunos representantes ante
la Sexta Comisión sugirieron que se suprimiera todo el
artículo. Sin embargo, otros miembros dijeron que consi-
deraban necesario el artículo en razón de que los tribuna-
les locales constituían el único foro conveniente para brin-
dar protección al trabajador de un Estado. No hay tampoco
uniformidad en las legislaciones internas de los Estados. La
ley del Reino Unido State Immunity Act 1978 contiene
en su artículo 4 disposiciones detalladas sobre la cuestión,
que se reproducen con bastante exactitud en la ley de Sin-
gapur State Immunity Act, 1979 y en la Ordenanza del
Pakistán State Immunity Ordinance, 1981, en tanto que la
ley de los Estados Unidos Foreign Sovereign Immunities
Act of 1976 y la ley del Canadá State Immunity Act, 1982
no contienen ninguna disposición de ese tipo. El Conve-
nio europeo sobre la inmunidad de los Estados de 1972
contiene también disposiciones detalladas en su artícu-
lo 5. Todas estas disposiciones son bastante complejas. En
el artículo 12 aprobado en primera lectura se tienen en
cuenta probablemente el Convenio europeo de 197219 y la
ley del Reino Unido de 197820.

2) En su informe preliminar, el Relator Especial sugirió
que en el párrafo 1 se suprimiera la referencia a los requi-

19 El Convenio europeo sobre la inmunidad de los Estados, de 1972,
prevé en el párrafo 1 del articulo 5

«1 Los Estados contratantes no podran invocar la inmunidad de
jurisdicción ante un tribunal de otro Estado contratante si el proceso se

sitos de seguridad social, dado que no todos los Estados te-
nían sistemas de seguridad social21. Varios miembros apo-
yaron esa supresión, en tanto que otros preferían que se
conservara la referencia.

3) El Relator Especial sugirió también que se suprimie-
ran los apartados a y b del párrafo 2 dado que, de acuerdo
con el apartado d, el Estado empleador podía invocar la
inmunidad ante los tribunales si el trabajador era nacional
de ese Estado, y sería bastante desusado contratar a una
persona que no fuera nacional del Estado para un puesto
relacionado con el ejercicio del poder público. Sin em-
bargo, el Relator Especial sostiene ahora el parecer de que
el apartado a tiene también el efecto de excluir a los fun-
cionarios administrativos o técnicos de una misión de la
aplicación del párrafo 1, cosa que tal vez no podría lo-
grarse con arreglo al artículo 4. En consecuencia, propone
dos variantes de apartado a para su examen por la Comi-
sión, la primera de las cuales es el texto inicial.

4) En cuanto a la supresión del apartado b, parecería que,
si se pudiera invocar la inmunidad en los procesos relacio-
nados con la contratación, la renovación del contrato de
trabajo o la reposición de un candidato, quedaría poco que
pudieran proteger los tribunales locales. Un representante
en la Sexta Comisión planteó la cuestión de la adecuación
de la palabra «contratación» y consideró que tal vez sería
mejor sustituirla por «nombramiento». En todo caso, el
Relator Especial mantendrá abierta la cuestión en tanto
continúen los debates.

Artículo 13. —Lesiones a las personas y daños a los bienes

Texto aprobado

Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, la inmunidad
de un Estado no podrá ser invocada ante un tribunal de otro Estado, por
lo demás competente, en ningún proceso relativo a una acción de indem-
nización por causa de muerte o lesiones de una persona, o de daño o pér-
dida de bienes corporales, si el acto o la omisión que se alegue ser atri-
buible al Estado y que haya causado la muerte, las lesiones o el daño se
ha producido total o parcialmente en el territorio del Estado del foro y si
el autor del acto o la omisión se encontraba en dicho territorio en el mo-
mento del acto o la omisión.

Comentario

1 ) Las opiniones de los miembros de la Comisión tam-
bién eran divergentes con respecto al artículo 13. Algunos
propusieron que se suprimiera todo el artículo, dado que
en su opinión se basaba en la legislación de unos pocos
Estados y esos casos podían solucionarse mediante los ca-
nales diplomáticos; otros sostuvieron que las controver-
sias de esta naturaleza no eran raras y que la protección
diplomática no era una solución viable. Se señaló también

refiere a un contrato de trabajo entre el Estado y una persona física en
que el trabajo ha de realizarse en el territorio del Estado del foro »
20 La ley del Re ino U n i d o State Immunity Act 1978 d i spone en el

párrafo 1 del articulo 4
«4 1 ) El Estado no tendra inmunidad con respecto a los procesos

relativos a un contrato de trabajo entre el Estado y una persona física
cuando el contrato se haya concertado en el Reino Unido o el trabajo
haya de realizarse en todo o en parte en el Reino Unido »
21 Documento A/CN 4/415 (véase nota 1 a supra), parr 131
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que, si el acto o la omisión que causó la lesión o el daño
era atribuible al Estado, se plantearía la cuestión de la res-
ponsabilidad del Estado y el asunto sólo podría resolverse
a través del derecho internacional y no de los tribunales
nacionales.

2) En vista de estas opiniones dispares, el Relator Espe-
cial hizo tres sugerencias: en primer lugar, que se añadiera
el siguiente nuevo párrafo 2: «El párrafo 1 no afectará a
ninguna norma relativa a la responsabilidad del Estado en
virtud del derecho internacional»; en segundo lugar, que
se eliminara la frase «y si el autor del acto o la omisión se
encontraba en dicho territorio en el momento del acto o
la omisión» a fin de ampliar el alcance del artículo para
incluir los daños transfronterizos, y, en tercer lugar, que la
aplicación del artículo 13 se limitara principalmente a in-
demnizaciones pecuniarias resultantes de accidentes de
tráfico en que intervinieran medios de transporte de pro-
piedad del Estado o explotados por el Estado y ocurridos
en el territorio del Estado del foro. En el último período
de sesiones de la Comisión no hubo oposición a la pri-
mera sugerencia, pero tampoco se expresó u a apoyo claro
en su favor; en cuanto a la segunda, algunos mierríbros
formularon reservas con respecto a la eliminación pro-
puesta; en lo concerniente a la tercera sugerencia, las opi-
niones de los miembros estaban divididas, y se recordó
también que la práctica general era solucionar la cuestión
a través de los seguros, aunque se señaló que los seguros
no cubrían siempre todos los riesgos.

3) A la luz de estas reacciones preliminares, el Relator
Especial presenta la versión original sin cambios.

Comentario

En sus observaciones escritas, algunos gobiernos expre-
saron la opinión de que el alcance del artículo 14 era de-
masiado amplio. En la Comisión se expresaron también
dudas con respecto a si los apartados c, d y e del párrafo 1
reflejaban una práctica universal. Teniendo en cuenta es-
tas opiniones, el Relator Especial propone que la Comi-
sión considere la posibilidad de suprimir los apartados c,
dye, que se inspiran principalmente en la práctica de los
países en que rige el common law.

Artículo 15.—Patentes de invención, marcas de fábrica o
de comercio y otras formas de propiedad intelectual o
industrial

Texto aprobado

Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, la inmunidad
de un Estado no podrá ser invocada ante un tribunal de otro Estado, por
lo demás competente, en ningún proceso relativo:

a) a la determinación de cualquier derecho del Estado sobre una pa-
tente de invención, dibujo o modelo industrial, nombre comercial o razón
social, marca de fábrica o de comercio, derecho de autor o cualquier otra
forma análoga de propiedad intelectual o industrial que goce de protección
jurídica, aunque sea provisional, en el Estado del foro; ni

b) a la alegación de una presunta lesión por el Estado, en el territorio
del Estado del foro, de un derecho mencionado en el apartado a pertene-
ciente a un tercero y protegido en el Estado del foro.

Artículo 14.—Propiedad, posesión y uso de bienes

Texto aprobado

1. Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, la in-
munidad de un Estado no podrá ser invocada para impedir que el tribunal
de otro Estado, por lo demás competente, ejerza su jurisdicción en un pro-
ceso relativo a la determinación:

a) de un derecho o interés del Estado respecto de bienes inmuebles si-
tuados en el Estado del foro, la posesión o el uso por el Estado de esos
bienes inmuebles o una obligación del Estado nacida de su interés res-
pecto de tales bienes inmuebles o de su posesión o uso de esos bienes;

b) de un derecho o interés del Estado respecto de bienes muebles o in-
muebles, nacido en virtud de sucesión, de donación o de ocupación de bien
vacante;

c) de un derecho o interés del Estado respecto de la administración de
bienes que formen parte del patrimonio de una persona fallecida, de un
demente o de un quebrado;

d) de un derecho o interés del Estado respecto de la administración de
bienes de una sociedad en el caso de su disolución o liquidación; o

e) de un derecho o interés del Estado respecto de la administración de
bienes en fideicomiso o de bienes poseídos de otro modo a título fidu-
ciario.

2. Nada impedirá que un tribunal de otro Estado ejerza jurisdicción en
un proceso promovido ante él contra una persona que no sea un Estado,
no obstante el hecho de que el procedimiento concierna a bienes o esté di-
rigido a privar al Estado de bienes:

a) que se encuentran en posesión del Estado o bajo su control; o

b) respecto de los cuales el Estado reivindica un derecho o interés, si el
Estado mismo no hubiera podido invocar la inmunidad de haberse pro-
movido el proceso contra él o si el derecho o interés reivindicado por el
Estado no está reconocido ni fundado en un principio de prueba.

Texto propuesto

Salvo que los Estados interesados convengan en otra
cosa, la inmuaidad de un Estado extranjero no podrá ser
invocada ante un tribunal del Estado del foro, por lo demás
competente, en ningún proceso relativo:

a) a la determinación de cualquier derecho del Estado
extranjero sobre una patente de invención, dibujo o modelo
industrial, nombre comercial o razón social, marca de fá-
brica o de comercio, derecho de autor o cualquier otra
forma de propiedad intelectual o industrial, incluidos los
derechos en el campo de la fitogenética y los derechos so-
bre las obras producidas por ordenador, que goce de cierto
grado de protección jurídica, aunque sea provisional, en el
Estado del foro; ni

b) a la alegación de una presunta lesión por el Estado,
en el territorio del Estado del foro, de un derecho mencio-
nado en el apartado a perteneciente a un tercero y prote-
gido en el Estado del foro.

Comentario

En respuesta a la petición formulada por un gobierno en
sus observaciones escritas, se insertó en el apartado a una
referencia a «los derechos en el campo de la fitogenética».
La expresión «los derechos sobre las obras producidas por
ordenador» comprende, entre otras cosas, los programas
de ordenador y las configuraciones de fichas para semi-
conductores.
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Artículo 16.—Cuestiones tributarías

Texto aprobado

Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, la inmunidad
de un Estado no podrá ser invocada ante un tribunal de otro Estado, por
lo demás competente, en ningún proceso relativo a las obligaciones tribu-
tarias, como derechos, impuestos y otros gravámenes análogos, a que pueda
estar sujeto con arreglo a la legislación del Estado del foro.

Texto propuesto

El único cambio recomendado por el Relator Especial
es la sustitución, al igual que en el artículo 15, de las pa-
labras «un Estado» por «un Estado extranjero» y de las
palabras «de otro Estado» por «del Estado del foro».

Comentario

No se ha planteado ninguna cuestión de fondo en rela-
ción con el artículo 16. Un gobierno propuso en sus ob-
servaciones escritas que se volviera a redactar el artículo
con arreglo al apartado c del artículo 29 del Convenio eu-
ropeo de 1972 para decir que «los presentes artículos no
se aplican a los procesos relativos a aranceles aduaneros,
impuestos o multas». Aunque el Relator Especial no tiene
objeciones al respecto, desea mantener abierta la cuestión
en tanto continúan los debates en el plenario de la Comi-
sión y en el Comité de Redacción.

Articulo 17.—Participación en sociedades u otras colecti-
vidades

Texto aprobado

1. Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, la in-
munidad de un Estado no podrá ser invocada ante un tribunal de otro Es-
tado, por lo demás competente, en ningún proceso relativo a su participa-
ción en una sociedad u otra colectividad, con personalidad jurídica propia
o sin ella, y concerniente a las relaciones entre el Estado y la sociedad o
colectividad o los demás participantes, cuando ésta:

a) comprenda socios que no sean Estados u organizaciones internacio-
nales; y

b) se haya constituido con arreglo a la ley del Estado del foro o tenga
la sede de su dirección o su establecimiento principal en ese Estado.

2. El párrafo 1 no se aplicará si las partes en litigio han pactado por
escrito lo contrario o si los estatutos o cualquier otro instrumento por el
que se haya creado o se rija la sociedad o colectividad de que se trate con-
tienen disposiciones en contrario.

Texto propuesto

El Relator Especial propone únicamente que, en la se-
gunda línea del párrafo 1, se sustituyan las palabras «un
Estado» y «de otro Estado» por las palabras «un Estado
extranjero» y «del Estado del foro», respectivamente.

Comentario

No se plantearon objeciones de fondo con respecto al
artículo 17. Un gobierno propuso en sus observaciones es-
critas que debía darse al requisito de que la colectividad
tuviera «su establecimiento principal» en el Estado del foro

preferencia sobre los demás criterios. Otro gobierno pro-
puso que se sustituyeran las palabras «participación» y
«participantes» por «calidad de miembro» y «miembros»,
respectivamente. Con excepción de las pequeñas sugeren-
cias de redacción indicadas, el Relator Especial desea que
el proyecto de artículo se conserve sin cambios en espera
de su examen en el Comité de Redacción.

Artículo 18.—Buques de propiedad del Estado o explota-
dos por él y destinados a un servicio comercial

Texto aprobado

1. Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, ningún
Estado que tenga la propiedad de un buque destinado a un servicio comer-
cial [no gubernamental], o que lo explote, podrá invocar la inmunidad res-
pecto de la jurisdicción de un tribunal de otro Estado, por lo demás com-
petente, en un proceso relativo a la explotación de ese buque siempre que,
en el momento de nacer el derecho de acción, el buque fuera utilizado o
estuviera destinado exclusivamente a ser utilizado para fines comerciales
[no gubernamentales].

2. Lo dispuesto en el párrafo 1 no se aplica a los buques de guerra y
buques auxiliares, ni a otros buques de propiedad de un Estado o explo-
tados por éste y utilizados o destinados a ser utilizados en un servicio gu-
bernamental no comercial.

3. A los efectos de este artículo, se entenderá por «proceso relativo a
la explotación de ese buque», en particular, cualquier proceso que tenga
por objeto decidir.

a) sobre una demanda relativa a abordajes u otros accidentes de nave-
gación;

b) sobre una demanda relativa a asistencia, salvamento o avería gruesa;

c) sobre una demanda relativa a reparaciones, avituallamiento u otros
contratos relativos al buque.

4. Salvo que los Estados interesados convengan en otra cosa, ningún
Estado podrá invocar la inmunidad respecto de la jurisdicción de un tri-
bunal de otro Estado, por lo demás competente, en un proceso relativo al
transporte de un cargamento a bordo de un buque de propiedad de ese Es-
tado o explotado por él y destinado a un servicio comercial [no guberna-
mental] siempre que, en el momento de nacer el derecho de acción, el bu-
que fuera utilizado o estuviera destinado exclusivamente a ser utilizado para
fines comerciales [no gubernamentales].

5. Lo dispuesto en el párrafo 4 no se aplica al cargamento transpor-
tado a bordo de los buques a que se refiere el párrafo 2, ni al cargamento
perteneciente a un Estado y utilizado o destinado exclusivamente a ser uti-
lizado en un servicio gubernamental no comercial.

6. Los Estados podrán alegar la prescripción y todas las demás excep-
ciones y limitaciones de responsabilidad a que puedan acogerse los buques
y cargamentos de propiedad privada y sus propietarios.

7. Si en un proceso surge alguna cuestión en relación con el carácter
gubernamental y no comercial del buque o del cargamento, un certificado
firmado por el representante diplomático u otra autoridad competente del
Estado al que pertenezca el buque y comunicado al tribunal hará prueba
del carácter de ese buque o de ese cargamento.

Texto propuesto

El único cambio recomendado por el Relator Especial
es la supresión de los términos «no gubernamental» y «no
gubernamentales» que figuran entre corchetes en los
párrafos 1 y 4.

Comentario

1) En sus observaciones escritas, varios gobiernos pro-
pusieron que se suprimieran los términos «no guberna-
mental» y «no gubernamentales» en los párrafos 1 y 4. El



Inmunidades jurisdiccionales de los Estados y de sus bienes 17

Relator Especial considera también que su inclusión haría
ambiguo el significado de esos párrafos y podría constituir
una desviación de la práctica seguida en varios tratados
relacionados con el derecho del mar, entre ellos, en parti-
cular, la Convención internacional para la unificación de
ciertas normas relativas a la inmunidad de los buques per-
tenecientes a Estados, de 192622; la Convención sobre el
mar territorial y la zona contigua, de 195823; el Convenio
internacional sobre responsabilidad civil por daños cau-
sados por la contaminación de las aguas del mar por hi-
drocarburos, de 196924, y la Convención de las Naciones
Unidas sobre el derecho del mar, de 198225. En conse-
cuencia, aunque unos pocos miembros seguían soste-
niendo que debían conservarse los términos «no guber-
namental» y «no gubernamentales» sin corchetes, la

22 La Convención internacional para la unificación de ciertas normas
relativas a la inmunidad de los buques pertenecientes a Estados (Bruselas,
10 de abril de 1926) [SDN, Recueil des Traites, vol. CLXXVI, pág. 199]
prevé en el párrafo 1 del artículo 3:

«Artículo 3

» 1 . Las disposiciones de los dos artículos precedentes no se aplica-
rán a los buques de guerra, los yates del Estado, las embarcaciones de
patrulla, los buques-hospital, los buques de auxilio, los buques de su-
ministro ni a ninguna otra embarcación de propiedad del Estado o ex-
plotada por el Estado y utilizada en el momento de la causa de la de-
manda exclusivamente para el servicio gubernamental y no comercial,
y esas embarcaciones no estarán sujetas a expropiación, embargo o de-
tención a causa de ningún proceso legal, ni a procesos judiciales in rem.»
23 La Convención sobre el mar territorial y la zona contigua (Ginebra,

29 de abril de 1958) [Naciones Unidas, Recueil des Traites, vol. 516,
pág. 241] dispone en el artículo 21:

«Artículo 21

»Las disposiciones de las subsecciones A y B son igualmente aplica-
bles a los buques del Estado explotados con fines comerciales.»
24 El Convenio internacional sobre responsabilidad civil por daños

causados por la contaminación de las aguas del mar por hidrocarburos
(Bruselas, 29 de noviembre de 1969) [Naciones Unidas, Recueil des Trai-
tes, vol. 973, pág. 47] prevé en su artículo XI:

«Artículo XI

» 1. Las disposiciones de este Convenio no se aplicarán a buques de
guerra u otros barcos cuya propiedad o explotación corresponda a un
Estado y destinados exclusivamente, en el momento considerado, a ser-
vicios no comerciales del Gobierno.

»2. Con respecto a barcos cuya propiedad corresponda a un Estado
contratante y afectados a servicios comerciales, cada Estado podrá ser
perseguido ante las jurisdicciones señaladas en el Artículo IX y deberá
renunciar a todas las defensas en que pudiera ampararse por su condi-
ción de Estado soberano.»
25 La Convención de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar

(Montego Bay, 10 de diciembre de 1982) [Documentos Oficiales de la
Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el derecho del mar,
vol. XVII (publicación de las Naciones Unidas, N.° de venta: S.84.V.3),
pág. 155, documento A/CONF.62/122] dispone en el artículo 31:

«Artículo 31. —Responsabilidad del Estado del pabellón por daños
causados por un buque de guerra u otro buque de Estado

destinado afines no comerciales

»E1 Estado del pabellón incurrirá en responsabilidad internacional por
cualquier pérdida o daño que sufra el Estado ribereño como resultado
del incumplimiento, por un buque de guerra u otro buque de Estado
destinado a fines no comerciales, de las leyes y reglamentos del Estado
ribereño relativos al paso por el mar territorial o de las disposiciones de
esta Convención u otras normas de derecho internacional.»

tendencia general de la Comisión parece inclinarse hacia
su supresión.
2) Dos gobiernos sugirieron que se introdujera el con-
cepto de propiedad separada del Estado en relación con los
buques de propiedad del Estado o explotados por él y des-
tinados a un servicio comercial. Sin embargo, el Relator
Especial se inclina hacia la opinión que comparten algu-
nos otros miembros, a saber, que la Comisión debe cui-
darse de evitar las duplicaciones innecesarias, en particu-
lar entre el artículo 11 bis y el presente artículo.

3) En cuanto a las aeronaves de propiedad del Estado o
explotadas por él y dedicadas a un servicio comercial, el
Relator Especial sugirió en su segundo informe26 que sería
más apropiado ocuparse de la cuestión en el comentario
en lugar de añadir una disposición adicional en el artícu-
lo 18, y no se planteó ninguna objeción a esta sugerencia.

Artículo 19.—Efectos de un compromiso arbitral

Texto aprobado

Si un Estado concluye por escrito un compromiso con una persona física
o jurídica extranjera a fin de someter a arbitraje todo litigio relacionado
con un [contrato mercantil] [negocio civil o mercantil], ese Estado no podrá
invocar la inmunidad de jurisdicción ante un tribunal de otro Estado, por
lo demás competente, en ningún proceso relativo:

a) a la validez o la interpretación del compromiso arbitral;

b) al procedimiento de arbitraje;

c) a la anulación del laudo,

a menos que el compromiso arbitral disponga otra cosa.

Texto propuesto

El único cambio que recomienda el Relator Especial es
añadir al texto del artículo el siguiente nuevo apartado:
«d) al reconocimiento del laudo» (véase el párrafo 2 infra
del comentario).

Comentario

1 ) Hay tres cuestiones sobre las cuales el Relator Espe-
cial desearía conocer las opiniones de los miembros. La
primera se refiere a la divergencia de opiniones con res-
pecto a la elección entre las expresiones entre corchetes
«contrato mercantil» y «negocio civil o mercantil» en el
encabezamiento del artículo. Si se decidiera utilizar en el
artículo 2 la expresión «transacción mercantil» en lugar de
«contrato mercantil» también podría hacerse el mismo
cambio en el artículo 19. Aun en ese caso, algunos miem-
bros podrían preferir todavía la expresión «contrato mer-
cantil». Cualquiera que sea la preferencia, el Relator Es-
pecial opina que no habría mucha razón para limitar la
jurisdicción supervisora de un tribunal de un Estado del
foro a los «contratos mercantiles» o las «transacciones
mercantiles», dado que el ámbito de un arbitraje depende
fundamentalmente de los términos del compromiso arbi-
tral. Hay muchos casos de arbitraje entre Estados y per-
sonas naturales o jurídicas resultantes de asuntos civiles o
comerciales. La reserva «a menos que el compromiso ar-

26 Documento A/CN.4/422 y Add.l (véase nota 1 b supra), parr. 31.
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bitral disponga otra cosa», que figura al final del artículo,
indica que si las partes en el compromiso desean limitar el
alcance del arbitraje a las diferencias resultantes de contra-
tos mercantiles pueden hacerlo incluyendo una disposi-
ción en ese sentido en el compromiso arbitral. En conse-
cuencia, el Relator Especial prefiere dejar abierta la
posibilidad de elegir la fórmula «negocio civil o comer-
cial».

2) La segunda cuestión se relaciona con la redacción del
apartado c, para la cual un gobierno propuso en sus obser-
vaciones escritas que se añadiera una referencia al «reco-
nocimiento y la ejecución» del laudo. Sin embargo, dado
que la cuestión de las medidas coercitivas se ha de tratar
en la parte IV del proyecto de artículos, el Relator Espe-
cial sugiere que se añada al artículo 19 un nuevo apartado
d relativo «al reconocimiento del laudo». A este respecto,
el Relator Especial ha seguido la interpretación del «reco-
nocimiento» como el acto por el cual «se da al laudo la
forma de un fallo o un título equivalente a un fallo me-
diante un exequatur o alguna certificación judicial simi-
lar»27. Por otra parte, con arreglo a una interpretación di-
ferente del reconocimiento, «la solicitud de ejecución no
suele servir para otro fin que el de constituir el primer paso
hacia la ejecución»28. Si prevalece esta última interpreta-
ción en la Comisión, es posible que haya que volver a con-
siderar la propuesta.

3) La tercera cuestión concierne a la referencia a «un tri-
bunal» en la cláusula preliminar. En su sexto informe, el
anterior Relator Especial había propuesto la fórmula «un
tribunal de otro Estado en cuyo territorio o de acuerdo con
cuya ley se haya realizado o vaya a realizarse el arbi-
traje»29, mientras que la fórmula aprobada en primera
lectura es: «ante un tribunal de otro Estado, por lo demás
competente». El actual Relator Especial opina que la pri-
mera fórmula, que es la empleada en el artículo 12 del
Convenio europeo de 197230, podría tener algún mérito en
lo que se refiere al procedimiento de arbitraje. En conse-

27 F. A. Mann, «State contracts and international arbitration», The
British Year Book of International Law, 1967, vol. 42 , pág. 18.

28 Ibid., pág. 19.
29 Anuario... 1984, vol. II (pr imera parte), pág. 6 1 , d o c u m e n t o A /CN.4 /

376 y A d d . l y 2, párr . 256 (art. 20).
30 El artículo 12 del Convenio europeo de 1972 dice como sigue:

cuencia, desea recomendar a los miembros de la Comi-
sión que vuelvan a considerar este punto.

Artículo 20.—Casos de nacionalización

Texto aprobado

Las disposiciones de los presentes artículos no prejuzgarán ninguna
cuestión que pueda surgir con relación a los efectos extraterritoriales de
medidas de nacionalización adoptadas por un Estado respecto de bienes
muebles o inmuebles o de cualesquiera otros bienes objeto de propiedad
industrial o intelectual.

Comentario

El artículo 20 surgió de la primera lectura como una
cláusula general de reserva. Algunos gobiernos manifesta-
ron en sus observaciones escritas que las medidas de na-
cionalización, como actos soberanos, no estaban sujetas a
la jurisdicción de los tribunales de otro Estado; otros, sin
embargo, observaron que el significado y el ámbito co-
rrecto del artículo no eran claros; se propuso también que
se incluyera este artículo en la parte I del proyecto. El Re-
lator Especial consideró que la última propuesta podría dar
un peso excesivo al artículo, dado que los efectos extrate-
rritoriales de la nacionalización no eran una cuestión so-
bre la cual se esperaba que la Comisión expresara una opi-
nión. En el último período de sesiones, varios miembros
declararon que estaban a favor de suprimir el artículo; en
consecuencia, el Relator Especial recomienda su supre-
sión del proyecto.

«Artículo 12

»1. Cuando un Estado contratante ha convenido por escrito en so-
meter a arbitraje un litigio surgido o que podría surgir a raíz de un ne-
gocio civil o comercial, ese Estado no podrá invocar la inmunidad de
jurisdicción ante los tribunales de otro Estado contratante en cuyo te-
rritorio o de acuerdo con cuya legislación el arbitraje se ha realizado o
se realizará en relación con ningún proceso relativo:

»a) a la validez o la interpretación del compromiso arbitral;
»¿>) al procedimiento de arbitraje;
»c) a la anulación del laudo,

a menos que el compromiso arbitral disponga otra cosa.
»2. El párrafo 1 no se aplicará a los compromisos arbitrales entre

Estados.»

PARTE IV.—INMUNIDAD DEL ESTADO RESPECTO DE MEDIDAS COERCITIVAS
EN LO QUE CONCIERNE A SUS BIENES*

Artículos 21, 22 y 23

Texto aprobado
[Primera variante a los efectos de la segunda lectura31]

Artículo 21. —Inmunidad del Estado respecto
de medidas coercitivas

Todo Estado goza de inmunidad, en relación con un proceso incoado ante
un tribunal de otro Estado, respecto de medidas coercitivas, incluida cual-

* En la exposición que sigue, la parte IV (arts. 21 a 23) se trata como
un todo.

31 Véase párr. 5 del comentario.

quier medida de embargo y ejecución, en lo que concierne al uso de sus
bienes o de los que estén en su posesión o bajo su control, [o de aquellos
en que tenga un interés jurídicamente protegido,] a menos que:

a) dichos bienes sean utilizados o estén destinados a ser utilizados es-
pecíficamente con fines comerciales [no gubernamentales] por el Estado y
guarden relación con el objeto de la demanda o con el organismo o la en-
tidad contra el que se haya promovido el proceso; o

b) hayan sido asignados o destinados por el Estado a la satisfacción de
la demanda objeto de ese proceso.

Artículo 22. —Consentimiento en las medidas coercitivas

1. Ningún Estado podrá invocar la inmunidad, en relación con un pro-
ceso incoado ante un tribunal de otro Estado, respecto de las medidas
coercitivas en lo que concierne al uso de sus bienes o de los que estén en
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su posesión o bajo su control [o de aquellos en que tenga un interés jurí-
dicamente protegido,) si ha consentido expresamente en la adopción de ta-
les medidas respecto de esos bienes, y dentro de los límites de ese consen-
timiento, en los términos indicados:

a) por acuerdo internacional;

b) en un contrato escrito; o

c) por una declaración ante el tribunal en un caso determinado.

2. El consentimiento en el ejercicio de jurisdicción a que se refiere el
artículo 8 no ha de entenderse que entraña consentimiento en la adopción
de medidas coercitivas a tenor de la parte IV de los presentes artículos,
para lo cual será necesario un consentimiento separado.

Artículo 23. —Clases especiales de bienes

1. No se considerarán bienes utilizados o destinados a ser utilizados
específicamente por el Estado con fines comerciales [no gubernamentales],
conforme a lo dispuesto en el apartado a del artículo 21, los bienes de un
Estado de las siguientes clases:

a) los bienes, incluida cualquier cuenta bancaria, que estén situados en
el territorio de otro Estado y sean utilizados o estén destinados a ser uti-
lizados para los fines de la misión diplomática del Estado o de sus oficinas
consulares, sus misiones especiales, sus misiones ante organizaciones in-
ternacionales o sus delegaciones en órganos de organizaciones internacio-
nales o en conferencias internacionales;

b) los bienes de carácter militar o los que sean utilizados o estén des-
tinados a ser utilizados con fines militares;

c) los bienes del banco central o de otra autoridad monetaria del Estado
que estén situados en el territorio de otro Estado;

d) los bienes que formen parte del patrimonio cultural del Estado, o parte
de sus archivos, y que estén situados en el territorio de otro Estado y no
se hayan puesto ni estén destinados a ser puestos en venta;

e) los bienes que formen parte de una exposición de objetos de interés
científico o histórico en el territorio de otro Estado y que no se hayan puesto
ni estén destinados a ser puestos en venta.

2. Ninguna clase de bienes mencionada en el párrafo 1, ni parte de ella,
será objeto de medidas coercitivas en relación con un proceso incoado ante
un tribunal de otro Estado, a menos que el Estado de que se trate haya
asignado o destinado esos bienes a tenor de lo dispuesto en el apartado *
del artículo 21, o haya consentido específicamente en la adopción de me-
didas coercitivas respecto de esa clase de sus bienes, o de parte de ella,
conforme a lo dispuesto en el artículo 22.

Texto propuesto
[Segunda variante a los efectos de la segunda lectura32]

Artículo 21. —Inmunidad del Estado respecto
de medidas coercitivas

1. No se podrán tomar medidas coercitivas, incluida
cualquier medida de embargo y ejecución, contra los bie-
nes de un Estado extranjero situados en el territorio de un
Estado del foro salvo en los casos y en la medida en que:

a) el Estado extranjero haya consentido expresamente
en ello respecto de esos bienes, en los términos indicados:

i) por convenio arbitral;

ii) por acuerdo internacional o en un contrato escrito;

iii) mediante consentimiento otorgado por escrito des-
pués del nacimiento de un litigio entre las partes;

b) el Estado extranjero haya asignado o destinado sus
bienes a la satisfacción de la demanda objeto de ese pro-
ceso; o

ídem.

c) los bienes se encuentren en el territorio del Estado del
foro y sean utilizados o estén destinados a ser utilizados
específicamente con fines comerciales no gubernamentales
por el Estado [y guarden relación con el objeto de la de-
manda o con el organismo o la entidad contra el que se haya
promovido el proceso].

2. El consentimiento en el ejercicio de jurisdicción a
que se refiere el artículo 8 no ha de entenderse que entraña
consentimiento en la adopción de medidas coercitivas a te-
nor de la parte IV de los presentes artículos, para lo cual
será necesario un consentimiento separado.

Artículo 22.—Clases especiales de bienes

1. No se considerarán bienes utilizados o destinados a
ser utilizados específicamente por el Estado con fines co-
merciales conforme a lo dispuesto en el apartado c del
párrafo 1 del artículo 21 los bienes de un Estado de las si-
guientes clases:

a) los bienes, incluida cualquier cuenta bancaria, que
estén situados en el territorio de otro Estado y sean utili-
zados o estén destinados a ser utilizados para los fines de
la misión diplomática del Estado o de sus oficinas consu-
lares, sus misiones especiales, sus misiones ante organiza-
ciones internacionales o sus delegaciones en órganos de
organizaciones internacionales o en conferencias interna-
cionales;

b) los bienes de carácter militar o los que sean utiliza-
dos o estén destinados a ser utilizados confines militares;

c) los bienes del banco central o de otra autoridad mo-
netaria del Estado extranjero que estén situados en el te-
rritorio de un Estado del foro y sean utilizados con fines
monetarios;

d) los bienes que formen parte del patrimonio cultural
del Estado, o parte de sus archivos, y que estén situados en
el territorio de otro Estado y no se hayan puesto ni estén
destinados a ser puestos en venta;

e) los bienes que formen parte de una exposición de ob-
jetos de interés científico o histórico en el territorio de otro
Estado y que no se hayan puesto ni estén destinados a ser
puestos en venta.

2. Ninguna clase de bienes mencionada en el párra-
fo 1, ni parte de ella, será objeto de medidas coercitivas en
relación con un proceso incoado ante un tribunal de un Es-
tado del foro, a menos que el Estado de que se trate haya
consentido específicamente en la adopción de medidas
coercitivas respecto de esa clase de bienes, o de parte de
ella, conforme a lo dispuesto en el apartado a del párrafo 1
del artículo 21, o haya asignado o destinado esos bienes a
tenor de lo dispuesto en el apartado b del párrafo 1 del
artículo 21.

Artículo 23

Si un Estado confía a una empresa estatal bienes de Es-
tado, incluidos bienes de Estado separados, con fines co-
merciales, el Estado no podrá invocar ante un tribunal del
Estado del foro la inmunidad respecto de medidas coerci-
tivas en lo que concierne a esos bienes de Estado.
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Comentario

1 ) En el pasado existía una tendencia general a conside-
rar por separado las cuestiones de la inmunidad respecto
de las medidas coercitivas y de la inmunidad respecto de
la jurisdicción, de modo que ambas materias se desarrolla-
ran en forma independiente. Por lo tanto, aunque existía
una tendencia, especialmente en los países industrializa-
dos, a aceptar una inmunidad restringida en lo relativo a
la jurisdicción de un tribunal del Estado del foro, dos po-
siciones opuestas siguieron coexistiendo en la esfera de la
ejecución. Con arreglo a una posición, se consideraba que
la facultad de proceder a la ejecución era una consecuen-
cia de la facultad de ejercer la jurisdicción, en tanto que
desde la posición contraria se sostenía que el derecho in-
ternacional prohibía la ejecución forzada respecto de los
bienes de un Estado extranjero que estuviesen situados en
un Estado del foro, aun cuando un tribunal del Estado del
foro tuviese jurisdicción para dictaminar acerca de la con-
troversia. La jurisprudencia de los tribunales de Suiza, los
Países Bajos y la República Federal de Alemania ha adop-
tado la primera posición, en tanto que varios gobiernos
socialistas se inclinaban por la última de las posiciones
mencionadas. No obstante, la tendencia que se ha ido per-
filando recientemente en los países desarrollados es la de
restringir la inmunidad respecto de la ejecución, a reserva
de ciertas salvaguardas para los bienes estatales prote-
gidos.

2) Un ejemplo de dicha tendencia restrictiva es la ley del
Reino Unido State Immunity Act 1978 (art. 13), que ha
servido también de modelo para la legislación nacional de
Sudáfrica, Singapur, Pakistán y, más recientemente, Aus-
tralia. Con arreglo a dicho ordenamiento, se prevé la eje-
cución de una sentencia o de un laudo arbitral respecto de
bienes de Estado que por el momento se están utilizando
o que se proyecta utilizar con fines comerciales. Otro grupo
de leyes del mismo tenor que han sido recientemente pro-
mulgadas, pero que difieren ligeramente del ordena-
miento anterior, está representado por la ley de los Es-
tados Unidos Foreign Sovereign Immunities Act of 1976
(art. 1609), en la cual, al mismo tiempo que se establece
una norma general de inmunidad respecto de la ejecu-
ción, se prevén diversas excepciones en el sentido de que
los bienes que se emplean para una actividad comercial en
los Estados Unidos están sujetos a ejecución. La diferen-
cia principal entre ambos ordenamientos es que en virtud
de la ley del Reino Unido la renuncia a la inmunidad
puede aplicarse tanto a los bienes no comerciales como a
los comerciales, mientras que en virtud de la ley de los Es-
tados Unidos la renuncia sólo es posible respecto de los
bienes comerciales.

3) El Convenio europeo de 1972 crea un ordenamiento
bastante complejo. Aunque su norma básica es la prohi-
bición general de aplicar medidas de ejecución, a reserva
de la posibilidad de una renuncia expresa, el Convenio
prevé la obligación directa de los Estados contratantes de
respetar la sentencia que se haya dictado en su contra. En
caso de incumplimiento, el demandante puede incoar un
proceso ante un tribunal del Estado contra el cual se haya
dictado la sentencia. Existe además la posibilidad de en-
tablar una acción ante el Tribunal Europeo. Otra posibi-
lidad todavía es el procedimiento de declaración faculta-
tiva, con arreglo al cual las sentencias que se dicten en
juicios derivados de actividades industriales o comerciales

pueden ejecutarse sobre los bienes de un Estado deudor
que sean utilizados exclusivamente para dichas activida-
des. En cuanto al procedimiento establecido en el Conve-
nio europeo, un autor ha comentado que el modelo pre-
sentado por el Convenio debe considerarse «una fórmula
de transacción entre países cuyas posiciones difieren am-
pliamente» y que «esta solución no se presta a ser adop-
tada con carácter general. Se basa en la confianza especial
existente entre los países europeos que son partes en el
Convenio y no puede generalizarse»33. Es posible que el
procedimiento establecido en el Convenio europeo sea de-
masiado complejo para servir de guía a la Comisión.

4) Una vez más, las opiniones expresadas en la Comi-
sión fueron diametralmente opuestas. Dos miembros di-
jeron que era necesario dejar bien claro el principio de la
prohibición de ejecutar los bienes de un Estado extran-
jero. Los gobiernos de algunos Estados socialistas habían
sostenido la misma posición en sus observaciones por es-
crito. No obstante, varios gobiernos, al comentar frases
determinadas, habían señalado que no se oponían sustan-
cialmente al texto aprobado en primera lectura. Además,
un representante en la Sexta Comisión expresó la inquie-
tud de que las disposiciones sobre medidas coercitivas pu-
dieran impedir que se ejecutara en un Estado una decisión
judicial dictada contra otro Estado. En cambio, otro re-
presentante se inclinaba por volver a formular el proyecto
de artículo de manera tal que quedase bien claro el prin-
cipio de la prohibición de ejecutar los bienes de un Es-
tado.

5) Teniendo en cuenta los antecedentes mencionados, el
Relator Especial sugiere que la Comisión continúe exa-
minando la parte IV del proyecto sobre la base de dos va-
riantes: la primera de ellas sería el texto aprobado en pri-
mera lectura y la segunda una nueva formulación de ese
texto, aunque sin la idea de prohibición total de la ejecu-
ción, ya que a juicio del Relator Especial, y a la luz de las
observaciones escritas recibidas hasta el momento, así
como de las observaciones que se han hecho en la Sexta
Comisión y en la CDI, un principio de ejecución cuida-
dosamente limitado tendría mayores probabilidades de
obtener el consenso general que una prohibición total de
la ejecución. El Relator Especial ha formulado ya sus co-
mentarios sobre la primera variante en sus dos informes
anteriores34; a continuación figuran sus comentarios sobre
la segunda variante.

6) En lo que concierne al artículo 21, el Relator Especial
ha tomado en cuenta la sugerencia de un miembro de la
CDI acerca de la redacción, en el sentido de que el prin-
cipio relativo a las medidas coercitivas se enunciara al co-
mienzo de la parte IV, así como la sugerencia de otros
miembros de que se combinaran los artículos 21 y 22 ini-
ciales en uno solo. La cláusula preliminar del párrafo 1
enuncia el principio de la no ejecución respecto de los bie-
nes de un Estado extranjero en el territorio de un Estado
del foro, con ciertas excepciones. El texto aprobado de la
cláusula preliminar del artículo 21 y del párrafo 1 del
artículo 22 contiene la frase entre corchetes «o de aquellos

33 C. H. Schreuer, State Immunity: Some Recent Developments, Cam-
bridge, Grotius Publications, 1988, pág. 128.

34 Documento A/CN.4/415, párrs. 209 a 242; y documento A/CN.4/
422 y Add.l, párrs. 42 a 46 (véase nota 1 supra).
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en que tenga un interés jurídicamente protegido,», res-
pecto de la cual hubo discrepancia de opiniones entre los
miembros de la Comisión. En sus observaciones escritas,
varios gobiernos criticaron la frase por ser demasiado vaga
y permitir que se amplíe el ámbito de la inmunidad res-
pecto de la ejecución. Aunque algunos miembros de la
Comisión se inclinaban por conservar dicha expresión, el
Relator Especial recomienda que sea eliminada.

7) Las excepciones al principio relativo a las medidas
coercitivas se aplicarán, por lo tanto: a) si un Estado ex-
tranjero ha consentido expresamente en que se apliquen
dichas medidas, mediante acuerdo o contrato [en el inci-
so i) del apartado a del párrafo 1 se hace referencia al con-
venio arbitral, ya que el arbitraje parece ser una posibili-
dad práctica]; b) si el Estado extranjero ha asignado o des-
tinado bienes para satisfacer la demanda, o c) si los bienes
se utilizan con fines comerciales. El texto del apartado c
del párrafo 1 fue tomado del apartado a del anterior
artículo 21, pero las palabras «no gubernamentales» entre
corchetes fueron eliminadas, para ajustarse a lo dispuesto
en los párrafos 1 y 4 del artículo 18, y la oración «y guar-
den relación con el objeto de la demanda o con el orga-
nismo o la entidad contra el que se haya promovido el
proceso» se ha colocado entre corchetes, ya que las opi-
niones al respecto se encontraban divididas. A la luz de las
observaciones escritas de los gobiernos, el Relator Especial
propuso que se eliminara dicha oración, pero algunos
miembros de la Comisión se opusieron a ello. En cuanto
al párrafo 2, su texto es idéntico al del anterior artículo 22.

8) Poco es lo que cabe agregar en cuanto al artículo 22,
que es fundamentalmente una reproducción del anterior
artículo 23, con escasas modificaciones. Al comienzo del
párrafo 1 se han eliminado las palabras entre corchetes «no
gubernamentales», por el mismo motivo que fueron eli-
minadas en los artículos 18 y 21. Habida cuenta de las
modificaciones introducidas en el artículo 21, fue necesa-
rio lógicamente cambiar, en la cláusula preliminar, la re-
ferencia que se hacía al apartado a por una referencia al
apartado c del párrafo 1. En el apartado c del párrafo 1 fue
necesario añadir las palabras «y sean utilizados con fines
monetarios», a raíz de las observaciones escritas formula-
das por un gobierno. En el párrafo 2, la referencia al
artículo 22 se ha reemplazado por una referencia al artícu-
lo 21 debido a la nueva disposición de los artículos.

9) Respecto del artículo 23, el artículo 11 bis estipula que
si una empresa estatal «realiza una transacción mercantil
con una persona física o jurídica extranjera, la empresa es-
tatal estará sujeta [...] a las mismas normas y obligaciones
que las personas físicas o jurídicas». Ello significa asi-
mismo que, en relación con las medidas coercitivas, la
empresa estatal estará sujeta a las mismas normas y obli-
gaciones que una persona física o jurídica. Como conse-
cuencia lógica de lo anterior, en el artículo 23 se estipula
que, si se entregan a una empresa estatal bienes de Estado
para ser utilizados con fines comerciales, el Estado al que
pertenezca la empresa estatal no podrá invocar, ante un
tribunal del Estado del foro, la inmunidad respecto de me-
didas coercitivas en relación con esos bienes de Estado.

PARTE V.—DISPOSICIONES DIVERSAS

Artículo 24.—Notificación del acto de incoación de un
proceso

Texto aprobado

1. La notificación del acto de incoación de un proceso contra un Es-
tado por mandamiento judicial o cualquier otro documento se hará:

a) de conformidad con cualquier acuerdo especial sobre notificación en-
tre el demandante y el Estado interesado;

b) a falta de tal acuerdo, de conformidad con cualquier convenio inter-
nacional aplicable que obligue al Estado del foro y al Estado interesado;

c) a falta de tal acuerdo o convenio, transmitiéndola por vía diplomática
al ministerio de relaciones exteriores del Estado interesado; o

d) en defecto de lo que antecede, y si la legislación del Estado del foro
y la del Estado interesado lo permiten:

i) transmitiéndola por correo certificado dirigido al jefe del ministerio
de relaciones exteriores del Estado interesado, con acuse de recibo;
o

ii) por cualquier otro medio.

2. La notificación por los medios a que se refieren el apartado c y el
inciso i) del apartado d del párrafo 1 se entenderá practicada cuando el
ministerio de relaciones exteriores haya recibido los documentos.

3. A esos documentos se acompañará, de ser necesario, la traducción
al idioma oficial o a uno de los idiomas oficiales del Estado interesado.

4. El Estado que comparezca en relación con el fondo en un proceso
promovido contra él no podrá alegar después que la notificación del acto
de incoación del proceso no se hizo con arreglo a lo dispuesto en los
párrafos 1 y 3.

Texto propuesto

1. La notificación del acto de incoación de un proceso
contra un Estado por mandamiento judicial o cualquier
otro documento se hará:

a) de conformidad con cualquier convenio internacional
aplicable que obligue al Estado del foro y al Estado inte-
resado; o

b) a falta de tal convenio, transmitiéndola por vía diplo-
mática al ministerio de relaciones exteriores del Estado in-
teresado.

2. La notificación por el medio a que se refiere el apar-
tado b del párrafo 1 se entenderá practicada cuando el mi-
nisterio de relaciones exteriores haya recibido los docu-
mentos.

3. A esos documentos se acompañará [, de ser necesa-
rio,] la traducción al idioma oficial o a uno de los idiomas
oficiales del Estado interesado [, o al menos una traduc-
ción a uno de los idiomas oficiales de las Naciones Uni-
das].

4. El Estado que comparezca en relación con el fondo
de un proceso promovido contra él no podrá alegar después
que la notificación del acto de incoación del proceso no se
hizo con arreglo a lo dispuesto en los párrafos 1 y 3.
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Comentario

1) En sus observaciones escritas algunos gobiernos opi-
naron que debía considerarse que la notificación del acto
de incoación de un proceso había sido practicada me-
diante su transmisión al ministerio de relaciones exterio-
res, o que ella debía hacerse por la vía diplomática. Tam-
bién se señaló que en muchos ordenamientos jurídicos no
era aceptable un arreglo especial entre el demandante y el
Estado para efectuar la notificación. Teniendo en cuenta
dichas opiniones, el nuevo párrafo 1 prevé que la notifi-
cación del acto de incoación de un proceso se hará ya sea
de conformidad con un convenio internacional o trans-
mitiéndola por vía diplomática. En el caso de que exista
un convenio obligatorio tanto para el Estado del foro como
para el Estado interesado, la notificación del acto de in-
coación de un proceso con arreglo al convenio debe tener
prioridad.

2) La modificación introducida en el párrafo 2 es sim-
plemente la consecuencia de los cambios efectuados en el
párrafo 1.

3) Respecto del párrafo 3, varios miembros propusieron
que las palabras «, de ser necesario,» debían ser elimina-
das. Habida cuenta del problema práctico con que trope-
zaría la entidad encargada de notificar el acto de incoa-
ción del proceso si se eliminaran esas palabras, el Relator
Especial se inclinaría por sugerir que, en caso de hacerse
así, se añadiera la expresión entre corchetes que figura al
final del párrafo de manera que, en aquellos casos en que
la entidad encargada de la notificación experimente difi-
cultades por requerirse una traducción a un idioma poco
utilizado, se acepte en cambio una traducción a uno de los
idiomas oficiales de las Naciones Unidas.

Artículo 25.—Fallo en ausencia

Texto aprobado

1. No se dictará fallo en ausencia contra ningún Estado salvo que se
pruebe el cumplimiento de lo dispuesto en los párrafos 1 y 3 del artículo
24 y haya expirado un plazo no inferior a tres meses contados desde la
fecha en que se haya hecho o se entienda practicada, de conformidad con
los párrafos 1 y 2 del articulo 24, la notificación del mandamiento judicial
u otro documento por el que se incoe el proceso.

2. Del fallo en ausencia dictado contra un Estado se transmitirá a éste
copia, a la que se acompañará, de ser necesario, la traducción al idioma
oficial o a uno de los idiomas oficiales del Estado interesado, por uno de
los medios indicados en el párrafo 1 del artículo 24, y el plazo señalado
para recurrir contra el mismo, que no deberá ser inferior a tres meses con-
tados desde la fecha en que el Estado interesado haya recibido o se en-
tienda que ha recibido la copia del fallo, comenzará a correr a partir de
esa fecha.

Texto propuesto

El único cambio recomendado por el Relator Especial
es que se añada al final del párrafo 1 la expresión «y si el
tribunal tiene jurisdicción de conformidad con los presen-
tes artículos».

Comentario

1) El concepto consagrado en la expresión que se sugiere

añadir al final del párrafo 1 fue sugerido por uno de los
gobiernos en sus observaciones escritas, a fin de dejar claro
que el fallo en ausencia no debe dictarse simplemente en
virtud de la debida notificación del acto de incoación del
proceso. La misma idea fue expresada por un miembro de
la Comisión. El Relator Especial no tiene objeciones que
oponer a ese agregado si los demás miembros coinciden en
hacerlo.

2) Algunos miembros sugirieron que se eliminaran las
palabras «de ser necesario» del párrafo 2, como se pro-
puso en el caso del párrafo 3 del artículo 24. El Relator
Especial sugiere que en el artículo 25 se adopte la misma
solución que en el artículo 24.

Artículo 26. —Inmunidad respecto de medidas coactivas

Texto aprobado

Todo Estado gozará de inmunidad, en relación con un proceso incoado
ante un tribunal de otro Estado, respecto de cualquier medida coactiva en
virtud de la cual haya de realizar o abstenerse de realizar determinado acto
so pena pecuniaria.

Comentario

El Relator Especial no tiene ninguna propuesta que ha-
cer respecto del artículo 26. En sus observaciones escritas,
dos gobiernos expresaron sus dudas en cuanto a que dicha
disposición fuese adecuada. Otro gobierno, aunque apo-
yaba el objetivo de la disposición, sugirió que ella volviera
a formularse a fin de impedir que se dictase una orden de
esa naturaleza. El Relator Especial preferiría conservar la
formulación original, pero desearía conocer las opiniones
de otros miembros.

Artículo 27.—Inmunidades procesales

Texto aprobado

1. El hecho de que un Estado no presente cualquier documento o no
revele cualquier otra información para los efectos de un proceso incoado
ante un tribunal de otro Estado, o de que se niegue a presentar tal docu-
mento o a revelar tal información, no entrañará consecuencias distintas de
las que resulten de ese comportamiento en relación con el fondo del asunto.
En particular, no se impondrá al Estado ninguna multa o pena por razón
de ese comportamiento.

2. Ningún Estado está obligado a prestar caución, fianza o depósito,
sea cual fuere su denominación, para garantizar el pago de las costas o
gastos judiciales de cualquier proceso en que sea parte ante un tribunal de
otro Estado.

Texto propuesto

1. El hecho de que un Estado no presente cualquier do-
cumento o no revele cualquiera otra información para los
efectos de un proceso incoado ante un tribunal de otro Es-
tado, o que se niegue a presentar tal documento o a revelar
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tal información, no entrañará consecuencias distintas de las
que resulten de ese comportamiento en relación con el fondo
del asunto. En particular, no se impondrá al Estado nin-
guna multa o pena pecuniaria por razón de ese comporta-
miento.

2. Ningún Estado que sea demandado en un proceso
incoado ante un tribunal de otro Estado está obligado a
prestar caución, fianza o depósito, sea cual fuere su deno-
minación, para garantizar el pago de las costas o gastos ju-
diciales de cualquier proceso en que sea parte ante un tri-
bunal de otro Estado.

Articulo 28.—No discriminación

Texto aprobado

1. Las disposiciones de los presentes artículos se aplicarán sin discri-
minación en las relaciones entre los Estados partes en ellos.

2. Sin embargo, no se considerará discriminatorio:

a) que el Estado del foro aplique restrictivamente cualquiera de las dis-
posiciones de los presentes artículos porque así aplique esa disposición el
otro Estado interesado;

b) que, por acuerdo, los Estados se concedan recíprocamente un trato
diferente del que se establece en las disposiciones de los presentes ar-
tículos.

Comentario

En las observaciones presentadas por escrito, dos go-
biernos opinaron que la disposición relativa a la no obli-
gatoriedad de prestar caución debía enmendarse, a fin de
que se aplicara sólo al Estado demandado, y sugirieron que
volviera a formularse el párrafo 2 sobre la base de esa opi-
nión. Uno de los miembros de la Comisión apoyó la nueva
formulación, pero otros expresaron sus dudas al respecto.

Comentario

Durante las deliberaciones que tuvieron lugar en el úl-
timo período de sesiones de la Comisión, algunos miem-
bros sugirieron que se eliminara el artículo 28, en tanto
otros se inclinaban por conservarlo. Dado que la materia
exigirá un examen cuidadoso antes de que se llegue a un
acuerdo general sobre los artículos que anteceden, el Re-
lator Especial preferiría conservar por el momento el ar-
tículo en su forma actual.


